165

BOLETÍN Nº 752-11
INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre la plena integración social de las personas con discapacidad.
Honorable Senado:
Vuestra  Comisión  de  Salud
tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, individualizado en el rubro, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
Cabe señalar que el Presidente
de la República ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, con calificación de "simple", en todos sus trámites.
A las sesiones en que vuestra
Comisión estudió este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los HH. Senadores señores Cantuarias, Lavandero, Páez, Ríos y Thayer; el señor Ministro de Planificación y Cooperación, don Sergio

Molina; la señora Jefe de la División Social del mismo Ministerio, doña Liliana Mahn; la Jefa del Departamento de la Discapacidad del Ministerio de Planificación y Cooperación, doña Ruth Pinto; la Presidenta de la Comisión Legislativa del Consejo Nacional de la Discapacidad, doña Patricia Schaulsohn; los representantes de la Unión Nacional de Padres y Amigos de Personan Discapacitadas Mentales, señores Juan Enrique Morales (Presidente}, Enrique Norambuena y Sergio Prenafeta; el Presidente de la Asociación de Ciegos de Chile, don Antonio Riquelme; los representantes de la Asociación de Lisiados de Chile, don Heriberto Arriagada (Presidente) y señores Caupolicán Martínez, Vicente Picó y Norberto Platero; los representantes del Instituto de la Sordera, señores Carlos Castro (Presidente) y José Antonio Olivarí; el Presidente de la Asociación de Sordos de Valdivia, don Mario Reyes; el Jefe de la Unidad de Salud Mental del Ministerio de Salud, doctor Alfredo Pemjean, y la Psiquiatra de la misma Unidad, doctora Carmen López; el empresario señor Manuel Márquez; los representantes del Sindicato de Trabajadores Independientes Comerciantes en la Vía Pública Ciegos y Lisiados, señores Virginia Soto (Presidente), Nelly Grenados y Daniel Díaz; los representantes de la Corporación Mutual de Impedidos en Actos de Servicio de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones de Chile, señores Sergio

Barra (Presidente), Miquel Valenzuela, Miquel Lagos, Alfredo Pérez, José Villar y Carlos Toledo; el señor Presidente de la Corporación de Ayuda al Limitado Visual y de la Unión Nacional de Instituciones Tiflológicas de Chile, don Patricio Parada; la Secretaria de la Unión Nacional de Instituciones Tiflológicas de Chile, doña Soledad Fuentes; los señores Director General y Director de la Sede Región Metropolitana de la Fundación de Ayuda al Niño Limitado (COANIL), don Guillermo Vidal, y don Clemente Barahona, respectivamente; los señores Presidente y ex Presidente de la Sociedad Pro-Ayuda del Niño Lisiado, don Christian Plaetner-Moller, y don José Manuel Borgoño, respectivamente; los representantes de la Asociación Chilena de Seguridad, señores Eduardo Undurraga (Gerente General ACHS y Presidente Capítulo Chileno del Grupo Latinoamericano de Rehabilitación Profesional), Soledad Fernández, María Cristina Gajardo y José Finkelstein, y el representante del Instituto Libertad y Desarrollo, don Claudio Osorio.
Por otra parte,  cabe  hacer
presente que vuestra Comisión, ante la imposibilidad de invitar a la totalidad de las instituciones de discapacitados que existen a lo largo del territorio nacional, les solicitó que hicieran llegar por escrito las observaciones que les merecía el proyecto de ley. A la fecha de este informe, se contaba con la respuesta de la Asociación Chilena de Padres y Amigos de los Autistas (ASPAUT), y de la Asociación Nacional Deportiva de Sordos de Chile (ANDESCHI).
- - - - -


Cabe hacer presente que vuestra Comisión, al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, y de conformidad con lo establecido en el artículo 74 de la Constitución Política, acordó oficiar a la Excma. Corte Suprema solicitando su opinión respecto del Título  VI de la iniciativa, por considerar que contiene normas que dicen relación con atribuciones de los Tribunales de Justicia.



Al respecto, por oficio Nº 88, de fecha 23 de octubre de 1992, esa Excma.  Corte comunicó que, en sesión del 16 de octubre recién pasado, acordó informar favorablemente el proyecto en la parte consultada.


Es dable señalar, asimismo, que algunas de las normas del proyecto propuesto por vuestra Comisión, tales como los artículos 49, 50 y 64, recaen en asuntos propios de ley orgánica

constitucional, y que otras, podría estimarse que inciden en materias de ley de quórum calificado.
                 Ahora   bien,  es preciso
mencionar que, con el propósito de perfeccionar la iniciativa en informe, numerosas disposiciones del proyecto se encuentran en proceso de estudio por personeros del Ejecutivo con el objeto de analizar posibles soluciones alternativas, sugeridas en el seno de la Comisión, que recaen en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, motivo por el cual vuestra Comisión, por unanimidad, fue de opinión que seria recomendable aprobar en general el proyecto por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

Posteriormente, en el segundo informe, la Comisión señalará en detalle el quórum requerido para la aprobación de cada una de sus normas.

· - - - -

Para  el  estudio  de   la iniciativa  legal  en  informe  se  han  tenido  en

5 . -
consideración,    entre   otros,   los    siguientes antecedentes:
A.-  El  Mensaje  de  S.E.  el
Presidente de la República, con que se inició el proyecto de ley en informe.
El referido Mensaje destaca,
en su parte expositiva, que la fuerte relación existente entre factores sociales y discapacidad, lleva a que sea la política social el instrumento más efectivo para enfrentar el problema desde un punto de vista integral y multidisciplinario. Las acciones de prevención y de rehabilitación se transforman, entonces, en una obligación del Estado, aunque es en la primera de ellas donde la relación con las demás políticas sociales se hace más elocuente.
El  Gobierno  -agrega-  está
persuadido que, por la complejidad del problema, corresponde al Estado un papel singularmente activo y no sólo subsidiario, en el tratamiento de la situación de este grupo vulnerable de la población.
Señala que los principlos que
inspiran  este proyecto  de  ley  se  fundamentan  en  los derechos  que  nuestra  Constitución  Política  reconoce a

todas las personas y en las diversas declaraciones sobre los derechos que asisten a los minusválidos, aprobadas por la Organización de las Naciones Unidas.
Añade que, tomando como  base
el Plan de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad, se han considerado las tres áreas de acción que dicho plan define como prioritarias: la Prevención, la Rehabilitación y la Equiparación de Oportunidades, a través de las cuales se aborda integralmente el problema.
La estrategia  de  Prevención
-continúa- es fundamental para reducir la incidencia de la discapacidad y, es por ello, que el énfasis de la política general del Gobierno está puesto en mejorar la situación educativa, económica y social de los grupos más necesitados; la identificación precisa de los tipos de discapacidad en zonas geográficas definidas; la adopción de medidas de intervención específicas en pos de mejoras en nutrición; mejoras en los servicios sanitarlos; servicios de detección temprana y de diagnosis; cuidado pre y post-natal; educación apropiada en materia de cuidado sanitario, incluida la educación de los pacientes y los médicos, y la mejora de las condiciones laborales y del tránsito para evitar accidentes. Por último, se le da una gran importancia a la prevención comunicacional que permita elevar el nivel de información, conocimientos y educación de la comunidad en general y de aquellos grupos de alto riesgo en particular, acerca de los factores sociales, ambientales y genéticos que pueden generar deficiencia y discapacidad.
En   cuanto   atañe   a   la
Rehabilitación -agrega-, la política del Gobierno tiene un enfoque integrador que, si bien se plantea desde una perspectiva médico-funcional, no pierde de vista que se realiza con el fin de integrar educacional, laboral y socialmente a las personas con discapacidad. Se parte de la premisa que toda acción de rehabilitación debe centrarse siempre en las aptitudes de las personas, cuya integridad y dignidad tienen que respetarse.
En tales sentidos -añade- el
proyecto garantiza plenamente el derecho a la Rehabilitación, señalándose que tiene por finalidad permitir a las personas con discapacidad física, mental o sensorial,  el  acceso a prestaciones y servicios oportunos y necesarios para la recuperación de la funcionalidad y su mantenimiento. Se consagra, además, que para aquellos casos en que sea necesario el uso de prótesis, órtesis y de ayudas técnicas para realizar funciones propias de la vida diaria, la

adquisición, conservación, adaptación y renovación ce dichos implementos se entenderá como parte del proceso de rehabilitación.
En   lo   relativo   a   la
Equiparación de Oportunidades -señala-, el énfasis se ha puesto en la eliminación de todo tipo de discriminación hacia las personas con discapacidad, permitiéndoseles un acceso igualitario a las comunicaciones, al medio físico y cultural, a la educación, al trabajo y a las distintas organizaciones de la sociedad.
En otro orden de ideas,  el
Mensaje expresa  que el proyecto tiene especial cuidado en la  terminología empleada y  ha seguido en este aspecto la clasificación propuesta al efecto por la Organización Mundial de la Salud.
Así, el proyecto se refiere a
sus beneficiarlos directos denominándolos "personas con discapacidad", que son aquellas que tienen una restricción o ausencia de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano y cuya causa es una "deficiencia", esto es,  una pérdida  o anormalidad de una  estructura  o  función  sicológica,   fisiológica  o
anatómica. Se descarta el término "minusválido", que implica sufrir una "minusvalía" o situación desventajosa para un individuo determinado como consecuencia de una deficiencia o discapacidad, dado que lleva implícita la circunstancia de marginalidad, de aislamiento o exclusión social.
B.- Convenios y Declaraciones de organismos internacionales.
1.-  La  Declaración  de  los
Derechos del Retrasado Mental, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de diciembre de 1971. Resolución 2856(XXVI).
En  su  virtud,  se  pide  se
adopten medidas en el plano nacional e internacional, para que sirvan de base y de referencia común para la protección de los derechos que indica, entre los cuales pueden mencionarse los siguientes:
a)  El retrasado mental debe
gozar, hasta el máximo grado de viabilidad, de los mismos derechos que los demás seres humanos;
b)  El retrasado mental tiene
derecho a la atención médica y el tratamiento físico que requiera su caso, así como a la educación, la capacitación, la rehabilitación y la orientación que le permitan desarrollar al máximo su capacidad y sus aptitudes, y
c)  El retrasado mental tiene
derecho a la seguridad económica y a un nivel de vida decoroso. Tiene derecho, en la medida de sus posibilidades, a desempeñar un empleo productivo o alguna otra ocupación útil.
2.-  La  Declaración  de  los
Derechos de los Impedidos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1975. Resolución 3447(XXX).
Por  ella,  se  pide  que  se
adopten medidas en los planos nacional e internacional, para que la Declaración sirva de base y de referencia comunes para la protección de, entre otros, los siguientes derechos:
a)  El  término  "impedido"
designa a toda persona incapacitada de subvenir por sí misma, en su totalidad o en parte, a las necesidades de
una vida individual o social normal a consecuencia de una deficiencia, congénita o no, de sus facultades físicas o mentales.
b)    El    impedido    tiene
esencialmente derecho a que se respete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la o la gravedad de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible;
c) El impedido tiene derecho a
las medidas destinadas a permitirle lograr la mayor autonomía posible;
d) El impedido tiene derecho a
recibir atención médica, psicológica y funcional, incluidos los aparatos de prótesis y ortopedia; a la readaptación médica y social; a la educación; la formación y a la readaptación profesionales; las ayudas, consejos, servicios de colocación y otros servicios que aseguren el. aprovechamiento máximo de sus facultades y aptitudes, y aceleren el proceso de su integración o reintegración social, y
e) El impedido tiene derecho a
la seguridad económica y social y a un nivel de vida decoroso.  Tiene  derecho,  en  la  medida  de  sus posibilidades,  a obtener y conservar un empleo y a ejercer una ocupación útil, productiva y remunerativa, y a formar parte de organizaciones sindicales.
3.- La Resolución 31/123, de
16 de diciembre de 1976, de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que proclamó el año 1981 " Año Internacional de los Impedidos".
4.- La Resolución 32/133, de
16 de diciembre de 1977, de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que estableció el Comité Asesor para el "Año Internacional de los Impedidos".
5.- La Resolución 34/154, de
17 de diciembre de 1979, de la Asamblea General de las Naciones Unidas,  que decidió, entre otras cosas, ampliar  el tema del "Año Internacional de los Impedidos" de forma que pasara a ser  "Participación e Igualdad Plenas".
6.- La Resolución 37/52, de 3
de diciembre de 1982, de la Asamblea General de las Naciones Unidas, que aprobó el Programa de Acción

Mundial para los Impedidos, tal como se enuncia en la recomendación 1(17) del Comité Asesor para el "Año Internacional de los Impedidos".
En su virtud, se subraya que
la responsabilidad primaria de fomentar medidas eficaces para la prevención de las incapacidades, la rehabilitación y la realización de los objetivos de "participación plena" de los impedidos en la vida social y el desarrollo, y de "igualdad", corresponde a los países mismos, y que la acción internacional debe orientarse hacia la asistencia y el apoyo a los esfuerzos nacionales realizados en tal sentido.
7.- El Convenio N° 159 de la
Organización Internacional de Trabajo, "Convenio sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas", adoptado el mes de junio de 1983.
Este   Convenio   sienta   el
principio de la obtención de la readaptación profesional para permitir que la persona inválida obtenga y conserve un empleo adecuado y progrese en el mismo, para promover la integración de dicha persona a la sociedad.
En  lo  que  respecta  a  sus
disposiciones, el Convenio ordena a cada miembro la formulación y aplicación de una política nacional sobre readaptación y empleo de estas personas, y establece los principios sobre los que deberá basarse. Además, determina que deberán adoptarse medidas para promover el establecimiento y desarrollo de servicios especializados en la materia.
8.- La Recomendación N° 168,
de la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra el mes de junio de 1983, sobre la readaptación profesional y el empleo de personas inválidas.
9.- El decreto supremo N° 57,
de 18 de enero de 1978, publicado en el Diario Oficial de 20 de julio del mismo año, que aprueba la Carta-Convenio suscrita por el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministerio de Salud Pública y la Organización Panamericana de la Salud/Organización Mundial de la Salud, representada por el Director de la Oficina Sanitaria Panamericana, el 19 de octubre de 1976, en Washington D.C., Estados Unidos de América, sobre Cooperación Técnica para el Desarrollo de un Programa de Rehabilitación en Chile.

C.-  legislación Comparada.
1.-   la   ley   española   N°
13/1982, de 7 de abril, de integración social de los minusválidos.
De conformidad con su artículo
1°, los principios que inspiran la ley se fundamentan en los derechos que la Constitución reconoce, en razón a la dignidad que les es propia, a los disminuidos en sus capacidades físicas, psíquicas o sensoriales para su completa realización personal y su total integración social, y a los disminuidos profundos para la asistencia y tutela necesarias.
2.-  El Real Decreto español
383/1984, de 1 de febrero, por el que se establece y regula el sistema especial de prestaciones sociales y económicas previsto en la ley 13/1982, de 7 de abril, de integración social de los minusválidos.
3.-  La ley costarricense N°
5.347, de 22 de agosto de 1973, sobre creación del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial.
4.-   El   decreto   ejecutivo
costarricense N° 12.848, de 4 de agosto ce 1981, Reglamento Orgánico del Consejo Nacional de Rehabilitación y Educación Especial.
5.-  La ley coreana N° 3.452,
de 5 de junio de 1981, sobre bienestar para personas mental y físicamente discapacitadas.
6.-  La ley paraguaya N° 780,
de 30 de noviembre de 1979, que crea el Instituto Nacional de Protección a Personas Excepcionales (INPRO), dependiente del Ministerio de Educación y Cultura.
Su artículo  5°  dispone  que
INPRO tendrá por objeto proteger en forma integral a las personas excepcionales, a fin de neutralizar las desventajas que su condición les provoca, y darles oportunidad, mediante su propio esfuerzo, de desempeñar en la comunidad un rol equivalente al que ejercen las personas normales.
7.- La ley uruguaya sobre la
discapacidad que, en su artículo 1°, establece un sistema de rehabilitación integral de las personas discapacitadas, tendiente a asegurar a éstas su

educación,  su atención médica, su rehabilitación física, psíquica, social, económica, profesional y su cobertura de seguridad social, así como otorgarles los beneficios,  las prestaciones y los estímulos que permitan neutralizar las desventajas que la discapacidad les provoca, y les dé oportunidad, mediante su esfuerzo, de desempeñar en la comunidad un rol equivalente al que ejercen las demás personas.
8.- La ley alemana de 26 de
agosto de 1986, por la que se provee a la integración de los grandes minusválidos en el trabajo, la profesión y la sociedad.(Ley sobre los grandes minusválidos).
9.- El decreto N° 1101/87, del
Poder Ejecutivo Nacional Argentino, que creó la Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas Discapacitadas.
10.- La Ley General de Salud
de México. Su Título Noveno trata de la Asistencia Social, Prevención de Invalidez y Rehabilitación de Inválidos.
D.-  Derecho Interno.
I.-  Citados en el Mensaje y articulado del proyecto.
1.- La Constitución Política
de la República de Chile.






a) Su artículo 1º, inciso cuarto, establece que el Estado está al Servicio de la  persona humana y su finalidad es promover el bien común, para lo cual debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunica nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece.      

b)   Su artículo 19, N° 9°,
dispone que la Constitución asegura a todas las personas el derecho a la protección de la salud.
El Estado - agrega- protege el
libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, protección y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.
Le corresponderá, asimismo, la
coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud.
Es deber preferente del Estado
-añade- garantizar la ejecución de las acciones de salud, sea que se presten a través de instituciones públicas o privadas, en la forma y condiciones que determine la ley, la que podrá establecer cotizaciones obligatorias.  

Cada persona –concluye- tendrá el derecho a elegir el sistema de salud al que desee acogerse, sea éste estatal o privado. 

2.- El Código de Procedimiento Civil.  

Su artículo 7º, inciso primero,  establece  que el poder para litigar se entenderá conferido para todo el juicio en que se presente, y aun cuando no exprese las facultades que se conceden,  autorizará  al  procurador para tomar parte, del  mismo modo que podría hacerlos el poderdante, en todos los trámites e  incidentes  del juicio y en todas las cuestiones que  por  vía  de reconvención se promuevan,  hasta  la  ejecución  completa de la sentencia
definitiva, salvo que la ley exija intervención personal de la parte misma. Las cláusulas en que se  niequen o en que se limiten las facultades expresadas, son nulas. Podrá, asimismo, el procurador delegar el poder obligando al mandante, a menos que se le haya negado esta facultad.
Sin embargo -agrega el inciso
segundo-, no se entenderán concedidas al procurador, sin expresa mención, las facultades de desistirse en primera instancia de la acción deducida, aceptar la demanda contraria, absolver posiciones, renunciar los recursos o los términos legales, transigir, comprometer, otorgar a los árbitros facultades de arbitradores, aprobar convenios y percibir.
3.- El decreto supremo N° 94,
de 11 de diciembre de 1990, del Ministerio de Planificación y Cooperación, que creó el Consejo Nacional de la Discapacidad.(Publicado en el Diario Oficial de 2 de febrero de 1991).
a)  Su artículo  1°  creó el
Consejo Nacional sobre la Discapacidad, como un organismo asesor del Presidente de la República, para la formulación de la política nacional sobre la discapacidad, y con el carácter de interministerial,

para  la  evaluación  de  las  diferentes  iniciativas públicas sobre la matería.
b)  Su artículo 2° señaló como objetivos del Consejo, los siguientes:
La  proposición  de  una
política nacional sobre la discapacidad que abarque a las personas con anomalías físicas, psíquicas y/o sensoriales, desde un punto de vista de la connotación social del problema y con énfasis en un rol responsable del Estado, y
-  La  preparación  de  un
proyecto de ley que responda a los intereses de los diversos sectores involucrados, que resguarde los derechos y especifique los deberes de los mismos.
c)   Su artículo 3° determinó
la composición del Consejo Nacional de la Discapacidad, disponiendo que, además de las personas que indica, estaría formado por el Ministro de Planificación y Cooperación, quien sería su Presidente; y los Ministros de Hacienda, Educación Pública, Salud, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Vivienda y Urbanismo y Secretario General de Gobierno.
d)  Su artículo 5º radicó la Secretaría Ejecutiva del Consejo en el Ministerio de Planificación y Cooperación, y dispuso que el Jefe de la División Social de dicha Cartera tendrá a su cargo la responsabilidad del funcionamiento de la referida Secretaría.
e)  Finalmente, el artículo 7°
estableció que el Consejo creado por ese decreto cumpliría su cometido en el plazo de un año, contado desde su publicación en el Diario Oficial.
4.-   La ley Nº  17.238,  que
concede a los profesionales y técnicos chilenos que regresen definitivamente al país, en las condiciones que señala, las franquicias aduaneras que indica para la importación de los bienes que estipula, y, asimismo, autoriza la importación sin depósito y liberada del pago de todo derecho, impuestos, tasas y demás gravámenes a los vehículos con características técnicas especiales para ser usados por personas lisiadas, en las condiciones que indica; modifica el Arancel Aduanero y la ley N° 16.768.
Su  artículo   6°   autoriza   la importación   sin depósito y con una tributación aduanera única equivalente al 50% del derecho ad

Valorem  del Arancel Aduanero que les afectaría de acuerdo al régimen general, a los vehículos con características técnicas especiales, cuyo manejo y uso sea acondicionado especialmente para las personas lisiadas, y que se importen para ejercer su trabajo habitual o completar sus estudios o enseñanzas que propendan a su integral rehabilitación. No obstante, no estarán afectos a este gravamen los vehículos que normalmente se fabrican con o sin motor, tales como triciclos y sillas de rueda, especialmente diseñados para personas lisiadas o con modificaciones en su estructura habitual que los habiliten para tal fin.
Las personas  lisiadas  a que  se
refiere el inciso anterior -agrega el inciso segundo-son aquellas que presentan incapacidad permanente para la marcha normal en virtud de lesiones orgánicas o funcionales que afectan uno o los dos miembros inferiores y, además, aquellas que conjuntamente a su incapacidad permanente para la marcha normal, sufran la incapacidad absoluta de uno de los miembros superiores.

En ningún caso -añade el inciso cuarto-  los  vehículos  a  que se refiere el inciso primero podrán  tener un valor superior a US$ 6.620,52 FOB, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial

para lisiados que se señalen en los certificados que para los efectos de esta ley deben emitir los servicios de salud a cada beneficiario. Para los vehículos de transporte de mercancías que se clasifican en la posición arancelaria 87.02.04, el valor límite antes señalado será de US$ 8.827,36 FOB. Dichas cantidades se reactualizarán anualmente, en la misma forma señalada en el artículo 1°, N° 4, del decreto ley N° 2.976, de 1979.
Estos  vehículos  no  podrán  ser
objeto de negociación de ninguna especie, tal como compraventa, permuta, arrendamiento, comodato o cualquier otro acto jurídico que signifique la tenencia, posesión o dominio por persona extraña al beneficiario de la franquicia, dentro de los 5 años siguientes a la fecha de la importación, salvo que su transferencia sea efectuada a una de las personas que reúna los requisitos señalados en el inciso segundo del presente artículo y acordada por la Honorable Junta General de Aduanas, de acuerdo con el artículo 39, letra d), de la Ordenanza del ramo.
Las  importaciones a que se
refiere este artículo -concluye el inciso final-, no quedarán afectas a otros impuestos internos distintos del Impuesto al Valor Agregado. Por lo tanto, las leyes

que  graven  con  otro  tipo  de  tributos  a las importaciones de automóviles no afectarán a las que  trata ese artículo, salo que se les mencione expresamente.
5.-  El  decreto  supremo  Nº
1950, de 25 de agosto de 1970, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el reglamento para la importación de vehículos destinados a personas lisiadas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 17.238. (Publicado en el Diario Oficial de 11 de septiembre de 1970).
Su artículo 23 establece que,
en casos calificados, el Presidente de la República, por decreto fundado y previo informe favorable de una Comisión integrada por el Presidente de la Asociación Chilena de Lisiados, la Visitadora Social Jefe de la Presidencia de la República y el Jefe del Departamento Financiero de la Subsecretaría del Ministerio de Hacienda o la persona que el Subsecretario designe en su reemplazo, podrá rebajar o eximir del pago de la tributación a que se refiere el artículo 12 del Reglamento, a las personas que acrediten carecer de los recursos necesarios.
6.- El decreto con fuerza de
ley N° 30, de 1983, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido del D.F.L. N° 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.
Su   artículo   187   presume
responsables del delito de fraude a las personas que cometan o intervengan en los actos que indica.
7.-   La ley N° 18.287, que
establece el procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.
8.-   La ley N° 18.110, que
dispuso reducción del gasto público y ajustes tributarios.
Su   artículo   2°,   inciso
primero, estableció, a contar de la fecha que indica, un impuesto de exclusivo beneficio fiscal, con una tasa de 15%, que se aplicará sobre el precio de venta al público, sin considerar el impuesto, de los boletos de la Polla Chilena de Beneficencia y de la Lotería de Concepción y sobre el valor, sin considerar el impuesto de las tarjetas de apuestas del sistema de pronósticos deportivos establecido por el decreto ley N° 1.298, de 1975.
Este tributo -agrega el inciso
segundo- tendrá la calidad de impuesto sujeto a retención y deberá ser ingresado a rentas generales de la Nación directamente por las entidades señaladas en el inciso precedente dentro de los doce días siguientes de efectuado el sorteo correspondiente.
9.-   La ley N° 18.989, que creó el Ministerio de Planificación y Cooperación.
a)  Su artículo 2° enumera las distintas funciones que corresponden al Ministerio.
b)   Su artículo 4° determina
las funciones que corresponden a cada una de las Divisiones en que se encuentra organizado el Ministerio.
c)  Su artículo 6° fija las plantas del personal del Ministerio.
10.- El decreto con fuerza de
ley N° 1, de 1989, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de las normas sobre el

Estatuto de Capacitación y Empleo, contenidas en el decreto ley N° 1446, de 1976.
El Párrafo 3,  de su Título I,
se refiere a la Capacitación Ocupacional efectuada por el Estado.
Su artículo 26 dispone que la
Dirección Nacional de Capacitación y Empleo establecerá un programa ordinario de becas de capacitación ocupacional, de cobertura nacional, dirigido a personas de escasos recursos, dando especial énfasis a la atención de aquellas personas cesantes, que buscan trabajo por primera vez o trabajadores independientes, con el fin de mejorar su capacidad laboral y de facilitar su acceso a un trabajo estable.
No   obstante   lo   anterior
-añade-, la Dirección Nacional podrá ejecutar programas extraordinarios de becas, tendientes a capacitar y favorecer la ocupación de personas de aquellos sectores, zonas o regiones de mayor interés para el país, acordes con los programas de desarrollo de los mismos, para lo cual deberá contar con la anuencia previa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.
1 U . -
11.- El decreto supremo N° 42,
de 9 ce febrero de 1986, que aprueba el Reglamento Orgánico de los Servicios de Salud. (Publicado en el Diario Oficial de 9 de diciembre de 1986).
El Capítulo VI se denomina "De
las Prestaciones Médico Administrativas y de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez".
a)  Su artículo 216 prescribe
que se entiende por prestaciones médico-administrativas a las acciones realizadas por los Servicios de Salud, en su carácter de sucesora del ex Servicio Nacional de Salud y del ex Servicio Médico Nacional de Empleados, y en conformidad a lo establecido en la ley N° 18.469, para constatar, evaluar, declarar o certificar el estado de salud, la capacidad de trabajo o recuperabilidad de los estados patológicos de los trabajadores y beneficiarlos de dichos Servicios, con el fin de permitirles la obtención de beneficios estatutarios, laborales, asistenciales y/o previsionales, así como para que las autoridades administrativas y los empleados adopten las medidas que las leyes y reglamentos establecen en tales situaciones.
b)  Su artículo 217 establece
que en cada Servicio de Salud existirá una Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), que dependerá del Director y tendrá las funciones y atribuciones que las leyes y este Reglamento le otorgan, sin perjuicio de las que le confiere el decreto supremo N° 3, de 1984, del Ministerio de Salud.
La   competencia   de   cada
Comisión se extenderá a todo el territorio del respectivo Servicio de Salud.
c)  Su artículo 221 señala las
-distintas funciones que corresponden a la Comisión, entre las cuales pueden mencionarse las de pronunciarse sobre la incapacidad física o mental, para la jubilación o rejubilación, en su caso, de los personales que indica; dictaminar la incapacidad derivada de un accidente en actos de servicio de los mismos funcionarlos, y declarar la invalidez por accidentes del trabajo o enfermedades profesionales de acuerdo con la ley Nº 16.744.
d)   Su artículo 223 dispone
que la Comisión constituirá una unidad técnica y administrativa;  será  presidida  por  un médico cirujano y  estará  integrada  por  médicos  cirujanos   y   otros

funcionarlos, todos del servicio, en número suficiente para el cumplimiento de las funciones indicadas en el artículo 221, quienes serán designados por resolución del Director del Servicio.
La  Comisión  -agrega  el  inciso
segundo- estará formada por la Comisión Médica, la Secretaría y la Contraloría Médica.
II.-  Otros textos legales que dicen relación con la discapacidad.
1.- El Código Civil.
a)   Su artículo 497 señala
como incapaces de ejercer toda tutela o curaduría, entre otros, a los ciegos, los mudos, y los dementes aunque no estén bajo interdicción.
b)      Su  artículo   1.012
prescribe que no podrán ser testigos en un testamento solemne otorgado en Chile, entre otros, los que se hallaren en interdicción por causa de demencia, todos los que actualmente se hallaren privados de la razón, los ciegos, los sordos y los mudos.
c)      Su   artículo   1.019 establece  limitaciones  y  formas  especiales  para
testamentos de personas ciegas.
d)  Su artículo 1447 menciona
entre los absolutamente incapaces a los dementes y a los sordomudos que no pueden darse a entender por escrito.
2.- El Código Penal.
Su artículo 10, N° 1, declara
exento de responsabilidad criminal al loco o demente, a no ser que haya obrado en un intervalo lúcido, y al que, por cualquier causa independiente de su voluntad, se halla totalmente privado de razón.
Código
de
3.-
El
Procedimiento Civil.
a)  Su artículo 357 estipula
que no son hábiles para declarar como testigos, entre otros, los que se hallen en interdicción por causa de demencia y los sordomudos que no puedan darse a entender por escrito.
34.-
b)     Su  artículo  391  no
contempla la posibilidad de la confesión del sordomudo analfabeto en juicio civil, toda vez que señala que la declaración deberá prestarse inmediatamente, de palabra y en términos claros y precisos y, si el confesante es sordomudo, "podrá escribir su confesión" delante del tribunal o ministro de fe encargado de recibirla.
4.-        El    Código    de Procedimiento Penal.
a)  Su artículo 348 establece
que si el juez advirtiere en el procesado indicios de enajenación mental, le someterá inmediatamente a la observación de facultativos en el establecimiento en que se hallare detenido, o en una casa de dementes si fuere más a propósito o si aquél está en libertad. Sin perjuicio de este reconocimiento, el juez recibirá información acerca del estado mental del procesado.
b)   Su artículo 349 dispone
que si la demencia sobreviniere después de cometido el delito, reconocida que sea, y recogidos todos los datos que puedan reunirse para la comprobación del cuerpo del delito y determinación del delincuente, se mandará sobreseer en la causa, para continuarla cuando el inculpado recupere la salud.
c)  Su artículo 421 preceptúa
que si el sobreseimiento definitivo o temporal afectare a un reo loco o demente, éste será puesto en libertad; pero si se le ha imputado un hecho que la ley califique de crimen, se adoptarán las medidas de precaución indicadas en el N° 1º del artículo 10 del Código Penal.
5.-
El Código Orgánico de
Tribunales.
a)  Su artículo 256 establece
que no pueden ser jueces, entre otros, los sordos, los mudos, los ciegos y los que se hallaren en interdicción por causa de demencia.
b)   Su artículo 465 dispone
que no pueden ser notarlos, entre otros, los que se hallaren en interdicción por causa de demencia, los sordos, los ciegos y los mudos.
6.- El Código Sanitario.
Su Libro Séptimo regula  la
observación y reclusión de los enfermos mentales, de los alcohólicos y de los que presenten estado de dependencia de otras drogas y sustancias.






7.-  La ley de Matrimonio Civil.
Su artículo 14 establece que
no podrán ser testigos en los matrimonios, entre otros, los que se hallaren en interdicción por causa de demencia, los que actualmente se hallaren privados de la razón, los ciegos, los sordos y los mudos.
8.-  La Ley N° 4.808, sobre
Registro Civil.
a)  Su artículo 16 prohíbe ser
testigos de inscripción, entre otros, a los que se hallaren en interdicción por causa de demencia, los que actualmente se hallaren privados de razón, los ciegos, los sordos y los mudos.
b)  Su artículo 62 prohíbe ser
Conservador u Oficial del Registro Civil, entre otros, a los ciegos, los sordos, los mudos, los dementes, aunque no estén declarados en interdicción y los interdictos.
9.-   El decreto supremo N° 172, de 23 de marzo de 1977, del Ministerio de

Relaciones Exteriores, que sustituyó el texto del Reglamento Consular. (Publicado en el Diario Oficial de 29 de julio de 1977).
Su  artículo  101  contempla
diversas disposiciones comunes a los testamentos solemnes. De ellas, cabe mencionar, para los efectos de este informe, la que establece que no podrán ser testigos de un testamento, entre otros, los que se hallaren en interdicción por causa de demencia, los ciegos, los sordos, los mudos, y los que estuvieren actualmente privados de la razón.
10.- El decreto con fuerza de
ley N° 22, de 1959, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto de la Ley Orgánica del Servicio de Gobierno Interior de la República.
Su artículo 39 dispone que no
podrán desempeñar el cargo de Inspectores, en los Distritos, los sordos, los mudos, los ciegos ni los que estén bajo interdicción judicial, y los que se hallen procesados o hayan sido condenados por crimen o simple delito.
11.-  La ley N° 18.600, que establece normas sobre deficientes mentales.
Su artículo lº establece que
la protección, tratamiento, educación, capacitación, desarrollo físico, recreación y seguridad social del deficiente mental, constituyen derechos para éste y deberes que debe asumir su familia.
Es deber del Estado -agrega-
coordinar y controlar el desarrollo de un sistema mixto de participación pública y privada, adecuado para apoyar a las familias en el cumplimiento de las obligaciones señaladas en el inciso anterior.
El Estado deberá también velar
por la prevención y el diagnóstico precoz de la deficiencia mental, además de crear, financiar y mantener sistemas de subsidio, directos o indirectos, para los deficientes mentales provenientes de familias de menores recursos o para éstas, con el objeto de hacer efectivos los derechos y deberes que consagra el inciso primero.
12.- El  decreto  supremo  N°
490, de 3 de abril de 1990, del Ministerio de Educación, que establece normas para integrar alumnos discapacitados en establecimientos comunes. (Publicado en el Diario Oficial de 3 de septiembre de 1990).
Aprueba,  a  contar  del  año
escolar de 1990, normas mediante las cuales pueden incorporarse alumnos discapacitados a una escuela común en los niveles pre-básico, básico o medio, en la forma y condiciones que se establecen.
13.-  La ley N° 18.700, ley
Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.
a) Su artículo 28  establece
que para facilitar el voto de los no videntes, el Servicio Electoral confeccionará plantillas facsímiles de la cédula electoral en material transparente, que tendrá las características que indica.
b) Su artículo 40 dispone que
no podrán ser vocales de mesa, entre otros, los no videntes.
14.- El  decreto  supremo  N°
8.144, de 25 de septiembre de 1980, sobre subvenciones a establecimientos particulares gratuitos de enseñanza. (Publicado en el Diario Oficial 4 de noviembre de 1980) .
Su   artículo   9°,    inciso primero,  establece  que  son  alumnos  de  educación especial:
- Los ciegos, los mudos, los sordomudos  y  los  alumnos  gravemente  afectados  en cualquiera de estos sentidos.
Los deficientes mentales en
toda su gama o grados.
Los  que  padecen  de
trastorno motor (v.gr.: parálisis cerebral, mielomeningocele, distrofia muscular, malformaciones congénitas).
Los que padezcan de graves
alteraciones en la capacidad de relación y comunicación que alteren su adaptabilidad social, comportamiento y desarrollo individual ( Autistas, niños con trastornos graves y/o déficit psíquicos y disfasia severa).
Su inciso segundo dispone que
para los efectos de este Reglamento, no son alumnos de educación especial los afectados por problemas específicos de aprendizaje, tales como dislexias, dislalias, hiperquinesias, etc.
Los   alumnos   con   retardo
mental, déficit auditivo, déficit visual o trastorno motor, podrán optar a la subvención adicional establecida en el artículo 26 del decreto ley N° 3.476, de 1980.
Los alumnos que se matriculen
en estos establecimientos deberán presentar un informe técnico emitido por un Centro de Diagnóstico o por profesionales competentes que se inscriban en la Secretarla Regional Ministerial de Educación, que certifique la necesidad de ser atendido por una escuela de educación especial.
15.- El decreto supremo N° 87
exento, de 5 de marzo de 1990, del Ministerio de Educación Pública, que aprueba planes y programas de estudio que serán aplicados en escuelas especiales declaradas Cooperadores de la Función Educacional del Estado y que atiendan escolares con deficiencia mental. (Publicado en el Diario Oficial de 7 de abril de 1990) .
16.- El decreto ley N° 3.500,
de 1980, que establece el nuevo sistema de pensiones de vejez, de invalidez y sobrevivencia.
                                Su   artículo  4º dispone que tendrán
derecho a pensión de invalidez los afiliados no pensionados por esta ley que, sin cumplir los requisitos de edad para obtener pensión de vejez, y a consecuencia de enfermedad o debilitamiento de sus fuerzas físicas o intelectuales, sufran un menoscabo permanente de capacidad de trabajo, de acuerdo a lo siguiente:
a) pensión de invalidez total,
para afiliados con una pérdida de su capacidad de trabajo de, al menos, dos tercios, y
b)   pensión   de   invalidez
parcial, para afiliados con una pérdida de su capacidad de trabajo igual o superior al 50% e inferior a dos tercios.
La invalidez es declarada por
una Comisión Médica y se hace una evaluación a los tres años, destinada a emitir un segundo dictamen que ratifique o modifique el derecho a pensión, o lo deje sin efecto. Si el afiliado no concurre a esta citación dentro de 3 meses, se suspende la pensión. Si no lo hace dentro de 6 meses, se entiende que ha cesado la invalidez.
El artículo 7° establece que,
para que sea beneficiario de pensión de sobrevivencia el cónyuge sobreviviente varón, debe ser inválido en los términos del artículo 4°, y haber contraído matrimonio con la causante con la anticipación que indica, a menos que quedaren hijos comunes.
El artículo 12 señala que las
pensiones de invalidez y sobrevivencia de este cuerpo legal son incompatibles con las reguladas en la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en el Estatuto Administrativo y en otras disposiciones que contemplen la protección contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y con los subsidios por incapacidad laboral.
17.- El decreto ley N° 2.251,
de 1978, que bonificó la contratación de trabajadores ciegos y sordomudos, y otorgó subsidio a enfermos que sufren del mal de Hansen.
Su artículo 1° concedió a los
empleadores del sector privado que proporcionaran empleo a sordomudos o ciegos, una bonificación equivalente al 100% de los aportes patronales que

proceda  efectuar  por  ellos  a  las instituciones previsionales correspondientes.

Dado que hoy día no hay aporte
patronal por concepto de previsión -salvo las cotizaciones previstas en la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales-, esta disposición no rige.
18.- El decreto con fuerza de
ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo, que fija normas comunes para los subsidios por incapacidad laboral - excepto los derivados de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales- de los trabajadores dependientes del sector privado, y también de los trabajadores del Estado afectos a esos regímenes de subsidios.
19.-  La Resolución Exenta N°
1.100, de 30 de agosto de 1978, del Servicio de Impuestos Internos, que exime de la obligación de otorgar boletas a los contribuyentes que indica. (Publicada en el Diario Oficial de 31 de agosto de 1978) .
Exime  de  la  obligación  de emitir boletas, entre otros, a los no videntes que

vendan personalmente los productos que fabricar, o adquieran para su reventa, siempre que no tengan dependientes asalariados videntes.
20.-  El decreto ley N° 3.063, de 1979, que establece normas sobre rentas municipales.
a) Su artículo 12 dispone que
los vehículos que transitan por las calles, caminos y vías públicas en general, estarán gravados con un impuesto anual por permiso de circulación, a beneficio exclusivo de la Municipalidad respectiva, conforme a las tasas que indica.
b)   Su artículo 13,  inciso
tercero, preceptúa que en el caso de las personas que importen vehículos en virtud del artículo 6° de la ley N° 17.238, y su reglamento, contenido en el decreto de Hacienda N° 1950, de 11 de septiembre de 1970 -ambos ya analizados a propósito de los antecedentes de derecho interno citados en el articulado del proyecto-, el impuesto por permiso de circulación se determinará sobre el 25% del precio corriente en plaza del vehículo.
21.- El decreto ley N° 869, de 1975,  que  establece  un  régimen  de  pensiones

asistenciales para inválidos y ancianos carentes de recursos .
Dispone  que  las  personas
inválidas y las mayores de 65 años de edad, que carezcan de recursos, siempre que cuenten con una residencia continua mínima de tres años en el país, tendrán derecho a acogerse a pensión asistencial, que se otorga por el respectivo Intendente Regional con cargo al Fondo Nacional de Pensiones Asistenciales.

Se   considera inválido   al
mayor de 18 años de edad que en forma presumiblemente permanente esté incapacitado para desempeñar un trabajo normal o que haya sufrido una disminución de su capacidad de trabajo, de manera que no esté en condiciones de procurarse lo necesario para su subsistencia, y que no tenga derecho a percibir una pensión derivada de accidente del trabajo o de otro sistema de seguridad social.
Cada    tres    años    los
beneficiarlos deben acreditar la vigencia de los requisitos habilitantes y, si procede mantener el beneficio, se considera como una nueva pensión asistencial para los efectos del limite máximo mensual que se pueden conceder en la región durante el año presupuestario.
22.-   La   ley   N°   10.383,
Orgánica del ex Servicio de Seguro Social, en sus artículos 33 a 36 regula las prestaciones que cubren el riesgo de invalidez de los afiliados a ese régimen.
Considera inválido absoluto al
asegurado que quede incapacitado para procurarse por medio de un trabajo proporcionado a sus actuales fuerzas, capacidad y formación, una remuneración equivalente, por lo menos, a un 30% del salario habitual que gana un trabajador sano en condiciones análogas de trabajo y en la misma localidad. Si la incapacidad le permite obtener una remuneración superior al 30% e inferior al 60% de dicho salario habitual, el asegurado se considerará inválido parcial, siempre que la reducción de capacidad se origine en afecciones de los sistemas nervioso, incluyendo órganos de los sentidos, circulatorio, broncopulmonar y mio-ósteo-articular .
Para tener derecho a pensión
de invalidez se exige la declaración de invalidez por causa que no conceda derecho a pensión por accidente del trabajo, tener 50 semanas de imposiciones, con determinadas densidades de imposiciones, y ser menor de 65 años al comenzar la invalidez.
23.- La ley N° 10.475, sobre
jubilación y pensiones de los empleados particulares, en su artículo 10, establece que la pensión por invalidez, en forma provisional o definitiva, puede concederse a imponentes que tengan tres años de imposiciones como mínimo y menos de 65 años de edad.

La   pensión   por   invalidez
definitiva se concede al imponente que sufra de una enfermedad, sea o no consecuencia de accidente del trabajo, que lo inhabilite total y definitivamente para el desempeño de sus labores. La pensión de jubilación provisional por invalidez se concede hasta por cinco años al imponente cuya inhabilidad sea temporal.
Se  considera  inválido  al
imponente que, a consecuencia de enfermedad o debilitamiento de sus fuerzas físicas o intelectuales pierda, a lo menos, dos tercios de su capacidad de trabajo.
24.- El decreto con fuerza de
ley Ne 1.340 bis, sobre organización y funciones de la ex Caja Nacional de Empleados Públicos y Periodistas, en sus artículos 23 y 24, permite jubilar a los empleados que se invalidaren física o intelectualmente

para desempeñar su empleo, siempre que la invalidez sea absoluta para el desempeño del empleo en que se jubile.
25.- El decreto con fuerza de
ley N° 150, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1981, sobre Sistema Único de Prestaciones Familiares y Subsidios de Cesantía, al que están afectos, en general, todos los trabajadores dependientes de los sectores público y privado, y las instituciones del Estado o reconocidas por éste, que tengan a su cargo la crianza y mantención de niños huérfanos o abandonados y de inválidos.
Su artículo 3°,  letras a) y
f), dan la calidad de causantes de asignación familiar, en la forma que fije el reglamento, al cónyuge inválido y a los inválidos que estén a cargo de las instituciones recién mencionadas.
El   artículo   14,   inciso
segundo, expresa que los causantes por invalidez darán derecho al pago de una asignación aumentada al duplo.

26.-       El
Estatuto
Administrativo, ley N° 18.834, en su artículo 107,    deja
entregada a las normas del nuevo sistema de pensiones

la declaración de irrecuperabilidad de los funcionarios afiliados a ese sistema.
Por  otra  parte,   en   sus
artículos 110 y 111, regula para los funcionarlos que no estén afectos a las normas de la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, los derechos que le corresponden en caso de que se accidentaren en actos de servicio o se enfermaren a consecuencia o con ocasión del desempeño de sus funciones.

27.-  El decreto supremo N° 121, de 24 de febrero de 1967, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que aprueba el reglamento sobre depósitos de ahorro para la vivienda; reajuste de estos depósitos y de las deudas; bonificaciones y subvenciones; servicio de las deudas; seguros de incendio y desgravamen y descuentos por planilla, para la Corporación de la Vivienda, la Corporación de Servicios Habitacionales e Instituciones de Previsión. (Publicado en el Diario Oficial de 19 de octubre de 1967).
Su   artículo   46,   inciso
primero, establece que el seguro de desgravamen hipotecario cubrirá el saldo de la deuda en su monto de reducción al mes del fallecimiento del asegurado.
El   seguro  de   desgravamen
-añade el inciso segundo- se hará también efectivo en caso de invalidez del deudor, entendiéndose que se encuentra en tal situación cuando por dicha causal ha obtenido la pensión correspondiente de la Institución Previsional o de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que se encuentra afiliado. Si el deudor no se encontrare afiliado a ningún régimen previsional, también podrá impetrar por invalidez la indemnización por seguro de desgravamen si obtuviera una pensión asistencial para inválidos carentes de recursos, de conformidad a lo prevenido en el decreto ley N° 869, de 1975.
La  invalidez  que motive  la
indemnización deberá necesariamente producirse con posterioridad a la contratación del seguro.
28.-   El decreto supremo N°
47, de 16 de abril de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que fijó el nuevo texto de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.(Publicado en el Diario Oficial de 5 de junio de 1992).
a)      Su  artículo   2.2.8 establece  que  con  el  objeto  de  facilitar  el

desplazamiento de personas discapacitadas en espacios de uso público, el instrumento de planificación territorial respectivo determinará los sectores de la comuna en los cuales dichos espacios deberán cumplir, a lo menos, con las siguientes disposiciones mínimas:
En las esquinas e intersecciones
de vías en donde se consulte especialmente cruce peatonal, el desnivel de las aceras con las calzadas deberá ser salvado mediante rampas antideslizantes, las cuales no podrán exceder el 12% de pendiente con un desarrollo máximo de 2 m y un ancho mínimo de 0,90 m.
En el espacio público se ubicará
el mobiliario urbano adecuado a las necesidades de los discapacitados, tales como teléfonos, señalizaciones y protecciones.
En   los   estacionamientos
públicos, un estacionamiento de cada cien se destinará a personas discapacitadas, con un ancho mínimo de 3,30 m y un largo no inferior a 5 m. debidamente señalizado.
b)  Su artículo 4.1.7 dispone que
con el objeto de establecer requisitos mínimos de accesibilidad y desplazamiento en las edificaciones, o parte de ellas, para ser utilizadas adecuadamente por

personas discapacitadas, los edificios de uso público que se construyan o destinen a tal fin, deberán cumplir con las disposiciones mínimas que indica.
29.-   El decreto supremo N°
1.447, de 26 de agosto de 1980, del Ministerio de Obras Públicas, que establece normas para accesos de lisiados a edificios de la Administración del Estado. (Publicado en el Diario Oficial de 26 de septiembre de 1980) .
a)  Su artículo 1° dispone que
los edificios de la Administración del Estado, que se construyan a contar de la fecha del presente decreto, deberán establecer soluciones arquitectónicas para el acceso de las personas lisiadas al primer piso, mediante la construcción de las respectivas entradas, pasos, accesos, rampas u otras obras que permitan el logro del objetivo señalado.
b)   Su artículo 2° establece
que tanto los edificios en actual construcción, como los ya existentes, procurarán adaptarse, dentro de lo posible, a lo dispuesto en el artículo anterior.
30.- El decreto  supremo N° 263, de 29 de agosto de 1985, del Ministerio de Salud
Pública, que aprobó el Reglamento de Sanidad Marítima, Aérea y de las Fronteras.
Su artículo 57 establece que
ningún extranjero que padezca de algún defecto orgánico incurable tal como sordo-mudez, cequera, mutilación de un miembro importante o sufra una enfermedad mental crónica o invalidante, podrá entrar en el territorio nacional, para residir en él, salvo que por un tercero acredite que éste contará con suficientes medios de subsistencia y mantención en el país.
31.-  La ley N° 14.836, que
reajustó las rentas del profesorado y modificó los decretos con fuerza de ley y leyes que señala.
Su artículo 20 libera de los
derechos de internación, impuestos y tasas al material de equipos rehabilitadores MT/1 para la enseñanza de sordos, audiómetros, auriculares con caja de control y micrófonos con caja de control para la Escuela de Sordo-Mudos dependientes de la Dirección de Educación Primaria y Normal.
32.-  El decreto ley N° 933, de 1975, que autoriza al Club Hípico de Santiago y al Hipódromo   Chile   para   efectuar   una   reunión

extraordinaria anual de carreras, a beneficio de la Corporación de Ayuda al Deficiente Mental.

Su  artículo  1°  autorizó  al
Club Hípico de Santiago S.A., y al Hipódromo Chile S.A., para efectuar, a contar del año 1975, una reunión extraordinaria de carrera anual cuyo producto líquido será entregado directamente a la Corporación de Ayuda al Deficiente Mental.

- - - - -

En   el   seno   de   vuestra Comisión, el señor Ministro de Planificación y Cooperación reafirmó los fundamentos esenciales del proyecto contenidos en el Mensaje de S.E. el Presidente de la República, destacando que el problema de la discapacidad resulta realmente sorprendente. En efecto, se estima que alrededor de un 10% de la población padece de algún grado de discapacidad, por lo que el problema del 1,3 millones de personas con discapacidad existentes en el país involucrarla a cerca de cuatro millones de chilenos, si se toma en consideración su grupo familiar.
El problema de  las personas
con discapacidad -agregó- ha sido enfrentado tradicionalmente en nuestro país con un énfasis en los aspectos asistencial y humanitario, sin que se haya abordado en forma integral. Además, el nuestro es uno de los pocos países latinoamericanos que carece de una legislación especial sobre el tema.
Es     importante    destacar
-añadió- que un alto porcentaje de la discapacidad encuentra su origen en condiciones socio-ambientales deficientes, calculándose que aproximadamente el 75% de los casos se generan por tales factores.
La  connotación  social  del
problema resalta en forma aún más dramática al observar las consecuencias que de él se derivan para los afectados, en términos de segregación, marginación y desigualdad de oportunidades en todos los planos de la actividad humana. En síntesis, las personas discapacitadas constituyen un grupo discriminado en forma negativa por nuestra sociedad, por lo que resulta indispensable implementar una política que propenda a su efectiva integración social.
En  la  perspectiva  indicada -continuó-, mediante el decreto supremo N° 94, de 1990,

del Ministerio de Planificación y Cooperación, se creó el Consejo Nacional de la Discapacidad, cuyos objetivos fueron la formulación de una política nacional sobre la discapacidad, y la preparación de un anteproyecto de ley que respondiera a los intereses de los diversos sectores involucrados y que resguardase los derechos y especificase los deberes de los mismos. Después de un año de trabajo, el Consejo Nacional de la Discapacidad puso a disposición del Presidente de la República y del país una propuesta de política sobre la materia y un anteproyecto de marco legal para respaldarla, que sirvió de base para la elaboración del proyecto de ley que se ha sometido a la consideración del Congreso Nacional.
La iniciativa legal -concluyó-
puede parecer insuficiente a los afectados, por la magnitud que presenta el problema, pero, en todo caso, constituye un avance significativo en la medida que está abriendo un proceso y creando conciencia nacional en la materia.
Por su parte, la señora Jefe
de la División Social del Ministerio de Planificación y Cooperación destacó que el problema de la discapacidad, al igual que otros de carácter social, perteneció en el pasado fundamentalmente al ámbito privado, siendo

manejado especialmente por la familia y algunas instituciones de beneficencia.
La realidad de la discapacidad
-añadió- afecta a los que la sufren, a sus familias y a todos y cada uno de nosotros, y, por lo tanto, la responsabilidad del Estado en la atención del problema es ineludible. Integrar, con plenos derechos y responsabilidades y de acuerdo a sus posibilidades objetivas, a los discapacitados al trabajo, a la cultura, a la recreación y a la vida ciudadana, es un deber que no puede ser soslayado por un Estado en cuya concepción la discapacidad deja de ser un problema privado para transformarse en un problema social cualitativo y cuantitativo relevante.
El Presidente de la Asociación
de Ciegos de Chile expresó, en primer término, que la iniciativa del Ejecutivo representa una sentida aspiración que por muchos años han tenido más de un millón de personas afectadas por alguna discapacidad. Agregó que, compartiendo los objetivos precisados en la misma, ella no refleja las ideas, sugerencias e intereses presentados por las distintas Comisiones de trabajo que participaron activamente en la elaboración del anteproyecto.
Por lo expuesto, solicitó que
al estudiarse el proyecto de ley en cuestión se consideren, entre otros aspectos, los siguientes:
1.- El anteproyecto presentado
por Mideplan a S.E. el Presidente de la República el mes de noviembre de 1991.
2.- La posibilidad de mantener
el Consejo Nacional de la Discapacidad como un organismo dependiente de Mideplan, con capacidad legal para dictar políticas y normativas para las personas jurídicas y naturales que desarrollen actividades en las diferentes áreas relacionadas con la problemática general de los discapacitados.
3.- La necesidad de planificar
sistemáticamente la integración a la Educación de las personas con discapacidad visual, teniendo presente que estas personas requieren de un sistema de lecto-escritura especial que necesita de una implementación de material didáctico y técnico, y de personal eficientemente preparado para todos los niveles de la educación, ya que no solamente es necesario que los educandos dominen completamente el sistema Braille, sino también sus instructores.
Además, es necesario provocar
la apertura de posibilidades laborales para las personas con discapacidad visual.
4.- La conveniencia de ofrecer
incentivos a las empresas, a fin de que éstas consideren el otorgamiento de empleos a las personas discapacitadas.
5.-   La   fijación   de   un
porcentaje de empleos públicos que estén destinados a las personas con discapacidad.
6.- La posibilidad de crear la
Pensión por Discapacidad, que beneficiaría a los discapacitados inscritos en el Registro creado al efecto. Esta asignación deberla ser hereditaria y otorgar beneficios adicionales en salud.
Los  representantes  de   la
Asociación Chilena de Lisiados, por su parte, además de formular varias observaciones puntuales al texto del proyecto, hicieron al mismo diversas críticas de carácter general, entre las cuales pueden destacarse las siguientes:
1.- La iniciativa carece de
proyección. Dado que en un futuro próximo el número de discapacitados bordearía las dos millones de personas, la legislación debería proyectarse en un plano más futurista, para que sea capaz de absorber y satisfacer las necesidades de esa población y su entorno familiar.
2.- Se advierte una carencia
de estímulos para el desarrollo de la iniciativa privada del discapacitado.
Para tal efecto, proponen el
establecimiento de un sistema crediticio; liberación tributaria; la creación de una Oficina adjunta a Pro-Chile para la exportación de productos manufacturados por discapacitados; apertura del mercado estatal para la adquisición de artículos elaborados por estas microempresas, y la creación de un mecanismo de difusión para que la industria y el comercio confíen accesorios y piezas de menor orden para su confección y terminado en los propios hogares de los discapacitados.
3.-  Falta  de  políticas  de
desarrollo social e incentivos en el aspecto educacional.
4.- Carencia de políticas de desarrollo cultural y deportivo.
5.- Ausencia de un  organismo que regule y coordine las políticas existentes.
6.- Falta de participación o
representación de los discapacitados o sus organizaciones. La participación no debe limitarse al FONADIS, sino que debe hacerse extensiva a las COMPIN y otras que involucran los intereses de las personas con discapacidad.
7.- Ausencia de una política asistencial y previsional.
Al respecto, señalaron que no
obstante que el proyecto esté fundamentado en el trabajo de CONADIS y en el Programa de Acción Mundial de la Asamblea General de las Naciones Unidas, sólo considera las áreas de la prevención, la rehabilitación y la equiparación de oportunidades, dejando de lado el área previsional.
El discapacitado -agregaron-,
sometido a esfuerzos de trabajo comparativos al de las personas normales, sufre mayor desgaste tanto físico

como mental, por lo que su vida útil resulta más corta. Por ello, propusieron agregar al proyecto un Título X denominado "De la Asistencia y Previsión Social", compuesto por diversas disposiciones contenidas en una minuta que acompañaron a su exposición.
Los     representantes     del
Instituto de la Sordera, por su parte, manifestaron que la iniciativa legal en estudio representa para la discapacidad de la sordera el cumplimiento de una etapa que satisface una sentida aspiración de reivindicación social y humana, que han esperado con muchas ansias y por muy largo tiempo.
Sin
perjuicio de lo anterior,
el proyecto de ley propuesto
por el Ejecutivo presenta,
a su entender, las siguientes
carencias sustantivas:
1.-  La  ausencia  de  un
organismo estatal del más alto nivel y dependiente del Presidente de la República que administre, vele y ejecute las políticas y acciones necesarias para resguardar los derechos y franquicias que se otorguen a los discapacitados. Solicitan la restitución del Consejo Nacional de la Discapacidad, CONADIS.
2.- No se observa una clara
responsabilidad del Estado, en su acción subsidiaria, en velar por el cumplimiento irrestricto de los derechos que la ley establecerá para las personas con discapacidad.
3.-  Carencia de  una  visión
moderna y de futuro en la integración y ayuda social a las personas con discapacidad.
4.- Ausencia del conocimiento y aplicación de la legislación extranjera sobre la
materia.
5.- Carencias de políticas de
incentivos.
El  proyecto  de  ley  sólo
plantea franquicias aduaneras. Falta por desarrollar los siguientes incentivos: Mejoramiento de las franquicias de subvención estatal para la educación básica, media y superior; cupo obligatorio para la contratación laboral en organismos públicos y privados; beneficios tributarios para incentivar la capacitación laboral a las personas con discapacidad; franquicias mejoradas para la obtención de viviendas, y franquicias

tributarias para la creación de pequeñas empresas y talleres protegidos.
6.-   Participación   de   los
discapacitados y sus organizaciones respectivas. Solamente se contempla la participación de las personas discapacitadas o sus instituciones en el FONADIS, que es un organismo sólo administrador de recursos económicos.
En cuanto a la discapacidad de
la sordera propiamente tal, solicitaron especial consideración sobre los siguientes aspectos principales:
Diagnóstico precoz a partir
de la edad más temprana posible y su seguimiento permanente a través de su recorrido vital.
Calificación precisa de la
condición de sordo, teniendo presente la norma internacional.
Creación de un Instituto de
Diagnóstico de la Sordera a nivel nacional, apoyado económicamente por el Estado.
Formulación  de  Políticas de
prevención de la sordera.
Reconocimiento del Lenguaje
de Señas como alternativa válida de comunicación para las personas sordas.
Subvención  educacional
diferencial mejorada para permitir el funcionamiento de cursos no superiores a 8 niños en la educación básica, y de 15 niños en la educación media y laboral.
A su vez, el Presidente de la
Asociación de Sordos de Valdivia señaló que el proyecto de ley en estudio viene a llenar un vacío de nuestra legislación.
Agregó   que   es   necesario
estudiar la factibilidad de crear una institución destinada especialmente a otorgar capacitación a los discapacitados mayores de 15 años. Igualmente- añadió-, parece conveniente contemplar la posibilidad de que las Municipalidades y organismos fiscales puedan entregar preferentemente a las asociaciones de discapacitados, en calidad de comodato, locales en los cuales se puedan llevar a efecto las labores de capacitación.
Finalmente,  formuló  diversas
observaciones puntuales al texto del proyecto presentado por el Ejecutivo, destacando la conveniencia de extender a los programas educativos, culturales y políticos, la norma que obliga a los canales de televisión a contar con un traductor simultáneo en sus programas informativos centrales.
Los representantes de la Unión
Nacional de Padres y Amigos de Personas Discapacitadas Mentales (UNPADE), manifestaron su satisfacción y alegría por la presentación de la iniciativa legal en estudio, porque la realidad social que representan sus hijos y hermanos portadores de alguna discapacidad mental encuentra por fin los cauces adecuados para atenderla como un tema de interés nacional que, por su cantidad, extensión y profundidad en el seno de la comunidad chilena, requiere una política de Estado y una legislación moderna e integradora que la respalde.
En la medida que el Estado y
la comunidad nacional -agregaron- se abren a la venturosa perspectiva de la integración social de cientos de miles de compatriotas en condiciones de mayor dignidad, derechos y deberes, para aportar con igualdad de oportunidades desde su propia y reconocida identidad al desarrollo del país, estamos dando una

nueva demostración de crecimiento, madurez y de consecuencia con los altos valores de la equidad y la justicia social inspiradores de una convivencia democrática afincada en nuestras mejores tradiciones de solidaridad y respeto a los derechos del hombre.
Sin perjuicio de lo anterior,
señalaron que el proyecto de ley, en variados aspectos, es insuficiente o no contiene elementos significativos que lleven a la plena integración social de las personas con discapacidad, como se plantea en su artículo 1°. Bastaría para respaldar lo anterior -añadieron-, la evaluación distinta de contenidos entre el Mensaje de S.E. el Presidente de la República y el proyecto mismo.
A  continuación,  citando  al
autor español Pantaro, destacaron que la discapacidad en la actualidad está definida como un fenómeno social objetivo, que se traduce en una situación de segregación y de menoscabo físico, psíquico o sensorial en personas concretas. Cada sociedad genera valores, ideas, imágenes sociales de la discapacidad. Para las nuevas tendencias la sociedad no es un mero escenario del problema. La sociedad debe ser entonces objeto de intervenciones que la hagan cada vez menos agresiva y

más accesible, menos áspera y más hospitalaria, menos normativa y más tierna.
En  seguida,   plantearon  la
conveniencia de buscar la fórmula jurídica que otorgue a este proyecto el carácter de una "ley marco", que contenga los conceptos de orden general o las bases que permitan proyectar la legislación a futuro.
Finalmente,   adjuntaron  una
minuta con observaciones al articulado del proyecto, muchas de ellas relacionadas específicamente con el área de la discapacidad mental.
Los  representantes  de   la
Unidad de Salud Mental del Ministerio de Salud manifestaron que la actual administración de Salud ha otorgado especial prioridad al desarrollo del campo de la salud mental.
Varios programas innovativos y
otros renovados permiten incidir en la prevención y la rehabilitación de condiciones discapacitantes. Entre los primeros, se pueden mencionar los siguientes programas y/o acciones organizadas:
Red de Centros Comunitarios
de Salud Mental Familiar.
Estimulación temprana del
desarrollo psico-motor.
Detección  de  anomalías
congénitas entre recién nacidos en maternidades de la Región Metropolitana (Fenilketonuria e hipotiroidismo congénito).
Entre  los   segundos,   cabe
mencionar la entrega de asesoría técnica y financiamiento a instituciones y centros de rehabilitación, a través del Proyecto Convenio MINSAL/ONG, o de fondos que se dejaron en reserva para respaldar la ley N° 18.600, sobre deficiencia mental. De esta manera, agrupaciones de familiares de Arica, Unpade, Coanil, Sename, Hogar de Cristo, comunidades terapéuticas para pacientes psiquiátricos y otras, están recibiendo aportes pequeños que permiten abrir talleres de rehabilitación o programas de reubicación de personas con discapacidad en diversos puntos del país.
En las  últimas  dos  décadas -continuaron-,  en  el  plano  internacional  se  ha

acelerado el proceso de reestructuración de la atención psiquiátrica, la que busca evitar la institucionalización de los pacientes psiquiátricos en grandes hospitales-asilos, tradicional respuesta que las sociedades desarrollaron durante el siglo pasado y que hoy día constituye una solución técnicamente superada y desaconsejable.
En nuestro país -agregaron-,
también se avanza en esa dirección. Ello tiene implicancia para la concepción y la práctica del cuidado de los pacientes psiquiátricos llamados crónicos o de larga evolución, que conforman en términos similares la corte de discapacitados de causa psiquiátrica. En efecto, hoy se ha llegado a probar que las instituciones similares cronifican y desocializan a las personas internadas y también a los funcionarlos que en ellas laboran. La mantención de los enfermos en el seno de sus familias y/o de la comunidad normal, ayuda a la permanencia de conductas sociales más sanas y eficaces.
Finalmente,   entregaron  una
minuta que contiene observaciones puntuales al articulado del proyecto de ley en informe.
El empresario del calzado, don
Manuel Márquez, relató su experiencia personal con el trabajo de jóvenes discapacitados mentales en una industria de su propiedad.
Al   respecto,   señaló   que
elaboró un programa especial para jóvenes discapacitados, el cual fue aprobado por el decreto N° 341, de 13 de diciembre de 1989, del Ministerio de Educación. De conformidad con el referido programa, se les traslada 22 de las 42 horas de clases semanales a la empresa, donde con inducción y capacitación laboral, y posterior contrato de trabajo, se han obtenido excelentes resultados.
Estos  trabajadores  -agregó-
rinden entre un 18 y un 20% más que los normales, ya que son cumplidores y laboran concentrados. Además, poseen habilidades especiales y provocan una comunicación en la cadena productiva que mejora las relaciones laborales en una forma inimaginable, pues los demás trabajadores tienden a comparar su situación con la de estos colegas que, pese a su discapacidad, demuestran estar siempre contentos.
En  seguida,  manifestó  que junto con otros empresarios de Conchalí, Rancagua, San

Fernando, Curicó, Talca, Molina y Temuco han liberado a 107 jóvenes discapacitados de las escuelas especiales, todos los cuales se encuentran actualmente laborando con sus respectivos contratos de trabajo.
Desgraciadamente     -añadió-,
todo este trabajo se ve entrabado por la burocracia y falta de cooperación del Ministerio de Educación, haciéndose indispensable la existencia de un ente esencialmente coordinador.
Al respecto, sugirió para todo
el país, la creación de Consejos Comunales y Regionales que involucren a la comunidad, y que podrían estar integrados con dos empresarios, uno o dos representantes de los padres y apoderados y de la escuela diferencial de la comuna, el Alcalde y el Director de Educación respectivo.
Toda  esta  labor  -concluyó-
requiere de una activa colaboración del sector privado. Por ello, resulta también indispensable elaborar una política de incentivos para la empresa, en el sentido indicado.
Los     representantes    del
Sindicato de Trabajadores Independientes Comerciantes en la Vía Pública Ciegos y Lisiados, por su parte, señalaron que el proyecto de ley en estudio es débil en las respuestas a sus inquietudes laborales, impreciso en lo educacional, y un tanto inconsecuente en lo relativo a la seguridad social.
Al efecto, hicieron una serie
de sugerencias, entre las cuales pueden destacarse las siguientes:
1.-  Congelar  el  pago  de
dividendos de las personas discapacitadas que estén adquiriendo su vivienda, mientras carezcan de trabajo remunerado.
2.-   Consagrar,   en   forma
expresa, el libre acceso de los discapacitados a la Enseñanza Técnico Profesional y Universitaria, a través de un estudio de aptitudes profesionales efectuado por un equipo multidisciplinario, en el que debe participar un especialista con discapacidad.
3.-  Obligar  a  que   los Servicios Públicos  centralizados y descentralizados

ocupen a lo menos el 10% de sus plantas con personas discapacitadas.
4.-    Disponer    que    las
Municipalidades reserven un porcentaje no inferior al 10% del total de las patentes que anualmente otorguen o renueven para trabajar en la vía pública, para las personas con discapacidad, otorgando preferencia a los mayores de 24 años, jefes de hogar y personas jurídicas por ellas constituidas.
5.-.  Reservar  un  cupo  no
inferior al 10% del total del personal que labore en las Salas Bingo, para personas discapacitadas.
A su vez, la Directiva de la
Corporación Mutual de Impedidos en Actos de Servicio de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones de Chile (CIASFA), entregó a los miembros de vuestra Comisión una minuta con sugerencias al proyecto de ley en informe. Entre ellas, pueden destacarse las que se indican a continuación:
1.- Agregar a las Comisiones Médicas de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones, entre las que les corresponderá

constatar, calificar, evaluar, declarar y certificar la condición de persona con discapacidad.
2.- Obligar a que CAPREDENA y
DIPRECA bonifiquen a los discapacitados en actos propios del servicio un 100% de la adquisición de prótesis, órtesis, sillas de ruedas, bastones y otros implementos que ayuden al proceso de rehabilitación.
3.- Otorgar becas especiales
de estudio a los hijos de personas discapacitadas, sin considerar la condición socio-económica de cada una de ellas.
4.-    Disponer   que    los
discapacitados de las Fuerzas Armadas, Carabineros y Policía de Investigaciones de Chile, que producto del accidente propio de servicio, quedaron con una lesión invalidante que los imposibilitó para continuar su carrera, tendrán el derecho de ascender igual al similar en actividad (cada cinco años), a objeto de no disminuir sus ingresos.
5.- Considerar la posibilidad
de que los inmuebles que actualmente ocupen las corporaciones y asociaciones de discapacitados, y sean

de propiedad del Estado, sean traspasados a título gratuito a sus ocupantes.
El    Presidente    de    la
Corporación de Ayuda al Limitado Visual y de la Unión Nacional de Instituciones Tiflológicas de Chile formuló una serie de proposiciones respecto del proyecto de ley en informe, entre las cuales pueden mencionarse las siguientes:
1.-  Otorgar  las  exenciones
arancelarias con la sola certificación en que conste que el beneficiario es persona discapacitada, institución que atiende a personas con discapacidad , o entidad que trabaja por y para ellos, y no cuentan con los recursos suficientes para pagar dichos impuestos, aunque luego les sean reintegrados. Ello, sin perjuicio de sancionar drásticamente a quienes aprovechando el beneficio, lo usen indebidamente.
2.- Considerar, además de los
sorteos que se efectúen en las salas bingo, a lo menos otro, de alcance nacional, que se verifique semanalmente por televisión.
3.-Incorporar a la educación entre las obligaciones del Estado y los derechos y

deberes de las personas con discapacidad y de la sociedad en su conjunto.
4.- Complementar la norma del
proyecto que obliga a las bibliotecas públicas a contar con una sección destinada a las personas no videntes, señalando que esa sección deberá estar equipada con el mínimo material bibliográfico exigido por los planes y programas de la Educación Básica y Media vigentes.
5.-    Implementar    medidas
concretas que incentiven a los empresarios a emplear a personas con discapacidad, y reservar el 3% de las plazas de empleado público para personas discapacitadas.
Los   representantes  de   la
Fundación de Ayuda al Niño Limitado (COANIL), señalaron que esa Institución, desde su creación, se ha preocupado de atender a los niños deficientes mentales, en todos sus grados, provenientes de sectores de extrema pobreza y alto riesgo social.
Dicha atención -agregaron- se
lleva a cabo en dos grandes áreas: una Educacional, a través de 21 escuelas; y otra Asistencial, para lo cual se cuenta con 16 hogares, cuyos usuarios, en un 90%,

provienen de los Juzgados de Menores, por medida de protección, o del SENAME.
Por lo expuesto -continuaron-,
ven con mucho optimismo la iniciativa del Ejecutivo en orden de regular la atención que se brinda a estas personas, con una clara perspectiva de integración social, con pleno uso de derechos y deberes como ciudadanos, y en busca de una equiparación de oportunidades.
En   los    últimos   años
-añadieron-, se han visto iniciativas de legislación con respecto a los deficientes mentales (ley N° 18.600), la cual desafortunadamente no ha sido posible aplicar en su totalidad por falta de un reglamento de aplicación. Es por ello que les preocupan las situaciones referidas a las personas con retardo mental, cuyo caso especial no está claramente determinado en el presente proyecto.
Por lo expuesto, presentaron a
vuestra Comisión una extensa minuta con diversos planteamientos específicos en relación con esta iniciativa legal.
En seguida, explicaron que su
Institución es eminentemente práctica, su desempeño se enmarca en el principio de subsidiaridad, son colaboradores de la acción del Estado en lo educativo y asistencial y, por lo tanto, se ciñen a las normas y políticas de los Ministerios correspondientes.
A través de varios años   de
operación -continuaron-, han ganado espacio en prestigio y eficiencia en su labor a lo largo de todo el territorio nacional. Asimismo, han incursionado con éxito en el campo de la investigación y desarrollo de técnicas para el mejor tratamiento de las personas con discapacidad mental, con el gran aporte de sus profesionales del área.
No   obstante   -añadieron-,
tienen un gran problema de carácter financiero. En efecto, para atender 4.000 niños los 365 días del año, cubriendo todas sus necesidades básicas, se necesitan aproximadamente 1.500 millones de pesos, que son cubiertos en un 55% por la subvención por niño atendido de los Ministerios de Educación y Justicia (SENAME), y el saldo, en partes iguales por aportes de la Fundación COANIL y de la Presidencia de la República.
Por    ello    -finalizaron-,
concuerdan plenamente con la creación del Fondo Nacional de la Discapacidad y la forma de buscar fuentes de recursos distintas a las tradicionales, que han resultado exitosas en otros países, como es el caso de España. A este respecto, sugirieron incluir en la ley una disposición que indique que las subvenciones que otorque este Fondo sean compatibles con las asignadas por los Ministerlos de Educación y de Justicia por niño atendido en Escuela u Hogar.
El Presidente de la Sociedad
Pro-Ayuda del Niño Lisiado comenzó su exposición señalando que esta loable iniciativa constituye una normativa que aborda en forma integral los aspectos de la discapacidad y es, sin duda, el fruto de un prolijo trabajo que no habla sido realizado hasta ahora en nuestro país.
Ahora bien, y como observación
de carácter general a la normativa en análisis, reconociendo  la  fuerza  de sus fundamentos programáticos,   estima que no resuelve con igual fuerza lo  relativo a la participación económica que debe provenir del Estado,  para enfrentar esta necesidad social.           En   efecto,   considera recomendable una participación fiscal  directa  en  proporción  a   los
recursos que se otorgan por la sociedad mediante el juego de azar regulado en el Título VI u de la iniciativa.
A continuación,  hizo entrega
de una minuta con las diversas observaciones particulares que a la Sociedad Pro-Ayuda del Niño Lisiado le merece el texto del proyecto, entre las cuales pueden mencionarse las siguientes:
1.-  En cuanto a la definición
de discapacidad que se contiene en el artículo 3° de la iniciativa, estiman conveniente, por las razones que indican, hacer una clara distinción entre la de carácter físico y la mental.
2.- En relación al artículo 6°
del proyecto, que entrega a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) de los Servicios de Salud la constatación, calificación, evaluación, declaración y certificación de la condición de persona con discapacidad, estiman que por la modalidad de trabajo de esas Comisiones y el recargo que se demuestra en la labor que realizan, no resultan adecuadas para desempeñar con la eficiencia y rapidez que se requiere las atribuciones que el proyecto propone. Por ello, sugieren que las antedichas

facultades puedan ser ejercidas por entidades privadas de salud, sin perjuicio de la fiscalización y revisión que pudieren realizar dichas Comisiones.
3.- Respecto de  la facultad
que se otorga a las personas jurídicas sin fines de lucro que actúen en el campo de la discapacidad, para impetrar ayudas técnicas para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas discapacitadas que atiendan, estiman que los requisitos y limitaciones que establecen los artículos 41 y 43 hacen prácticamente imposible que dichas personas jurídicas puedan realizar esas importaciones, en forma de mantener un stock que les permita atender las necesidades oportunamente. De acuerdo a las citadas normas, estas entidades sólo podrán actuar como mandatarios de discapacitados, efectuando cada importación en la medida que se requiera.
Por otra parte, y dado que se
establece que las ayudas técnicas importadas bajo esta franquicia no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico que signifique el traslado de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas al destinatario, salvo los casos que se señalan, la Sociedad Pro-Ayuda del Niño Lisiado no podría importar con franquicias los mencionados bienes

con el fin de donarlos o entregarlos en comodato, transitoriamente, a los discapacitados que atienda. Tampoco podrá entregarlos en uso, recuperarlos o someterlos a modificaciones para la utilización por otros impedidos.
4.-   Finalmente,    sugieren complementar el proyecto en dos aspectos importantes:
a)    Incorporar  una  o  más
disposiciones destinadas a aclarar y regular el acceso de entidades sin fines de lucro que actúen en el campo del tratamiento de discapacidades, a los beneficios de salud que establece la ley y a los subsidios de educación, mediante convenios celebrados con las correspondientes entidades públicas o en la forma que el legislador estime adecuada, y
b)       Establecer   normas
relativas a la definición,  funcionamiento y beneficios de las entidades que el artículo 47 del proyecto denomina "empresas y talleres protegidos".
Por su parte, el ex Presidente
de la Sociedad Pro-Ayuda del Niño Lisiado, Doctor José Manuel Borgoño, formuló diversos planteamientos respecto de la iniciativa legal en trámite.
Así, señaló que el Título III
del proyecto, sobre Prevención y Rehabilitación, sólo se refiere a los sistemas de Servicios de Salud, en circunstancias que son las instituciones privadas o agencias no gubernamentales las que hacen las tres cuartas partes de la rehabilitación en el país.
Por otra parte -añadió-, sería
conveniente contemplar beneficios especiales para las instituciones que fabrican ayudas técnicas en el país. Así, destacó que su Sociedad tiene sus talleres propios, donde se fabrican prótesis y sillas de ruedas a un costo muy inferior a los de importación.
En  seguida,   manifestó   su
preocupación por la forma de financiamiento que establece el proyecto, ya que su Institución ha realizado estudios de factibilidad de proyectos de financiamiento por bingo, con resultados absolutamente negativos.
En  otro  orden  de  ideas,
subrayó la conveniencia de establecer una forma de relación entre el sector privado y el estatal, los cuales pueden complementarse positivamente por la vía de los convenios.
Por último,  en cuanto a  la
integración del Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad, sugirió se aumente el número de representantes de las instituciones privadas de beneficencia constituidas para atender a personas con discapacidad, por estimar que se encuentran en una situación disminuida.
El representante del Instituto
Libertad y Desarrollo, por su parte, expresó que si bien constituye un sentimiento compartido la intención y el deseo que las discapacidades puedan ser prevenidas y superadas por los afectados, la imposición de obligaciones de contenido amplio e impreciso puede acarrear más dificultades que beneficios.
En este sentido -agregó-, el proyecto presenta los siguientes inconvenientes:
1.- Costos. Las obligaciones
que se proponen (como por ejemplo, obligar a determinadas construcciones a contar con los sistemas adecuados para facilitar el desplazamiento de personas discapacitadas) presentan como característica común, la no determinación de sus costos.
En este contexto -continuó-,
alguna de las normas propuestas parecen inspirarse en una política reservada a otras sociedades donde se han generado los recursos necesarios para hacer frente al problema que nos ocupa. En nuestro país, en cambio, la situación es diferente, por lo que una destinación excesiva de recursos a la atención de discapacitados se echará de menos para otorgar salud y educación al resto de la población.
Por otra parte, muchas de las
disposiciones que se proponen, más que obligaciones concretas, constituyen declaraciones abstractas de buenas intenciones, cuya puesta en marcha, no obstante, puede significar costos insospechados para el Estado y los particulares, sin que se asegure que se obtendrán beneficios reales para los discapacitados.
2.- Calidad. Las normas que se
contemplan sobre prevención, rehabilitación, educación, cultura y construcción, en la práctica significarán un aumento de los costos de estas actividades, lo que puede traer como consecuencia una reducción de las cantidades y calidades con que serán provistas.
Así,  también  debe  tenerse presente que en el caso de las obligaciones que se

imponen, al sector privado, además de lo anterior, no se respeta la libertad de cada cual para considerar aquellas concesiones o beneficios que está dispuesto a entregar en favor de un determinado grupo, si éstas no fueran impuestas.
3.-  Aumento  de  planta.  No
corresponde aumentar la planta del Ministerio de Planificación Nacional, pues entre sus funciones ya se encuentra, en esencia, la que ahora se propone otorgar. Constituye prueba de lo anterior el proyecto que nos ocupa, el que supone un estudio y planificación sobre la materia.
Si la intención del proyecto
es aumentar la actividad de este Ministerio en cuanto a la preocupación de los discapacitados mediante mayores estudios y proyectos, podrían éstos ser encomendados a especialistas ajenos al Ministerio, contratando sus servicios sólo en cuanto ello sea estrictamente necesario, pero sin aumentar permanentemente la dotación de personal.
Lo  anterior  traería  como
resultado un ahorro de recursos fiscales, los que bien se podrían destinar a la solución de problemas propios de las personas discapacitadas.
4.- Conclusión. De lo expuesto
se desprende que si bien el problema de la discapacidad constituye una materia de preocupación, los costos que se involucren en su solución deben estudiarse detenidamente.
Una propuesta en este sentido
-finalizó-, es crear un fondo acotado y concursable (como FONDECYT), con el cual se puedan financiar proyectos específicos. Esto permitiría analizar conforme a criterios técnicos el problema. De la misma forma, una evaluación de la rentabilidad social de estos proyectos, permitiria elegir en definitiva los más idóneos para acudir en ayuda de las personas discapacitadas.
Finalmente, el señor Gerente
General de la Asociación Chilena de Seguridad y Presidente del Capítulo Chileno del GLARP (Grupo Latinoamericano de Rehabilitación Profesional), efectuó una amplia exposición que abarcó los siguientes temas: Población cubierta por la seguridad social; Recopilación de la legislación vigente en materia de seguridad social; Capítulo Chileno de Rehabilitación; Labor de la Asociación Chilena de Seguridad en Rehabilitación, y Comentarios al Proyecto de Ley.
En  lo  que  respecta  a  la
iniciativa legal propiamente tal, destacó que ésta presenta aspectos positivos y deficiencias.
Entre los aspectos positivos del proyecto señaló los siguientes:
1.-   Incorpora   importantes
principios, como el que la prevención de la discapacidad y la rehabilitación constituyen un derecho, y también un deber de la sociedad y el Estado, otorgándosele a este último un rol activo.
2.- Refunde en un cuerpo de
normas diversos textos legales que existen sobre discapacitados, les da una organicidad y los complementa.
3.- La creación del Registro
Nacional de la Discapacidad, utilizando una infraestructura ya existente a través del Servicio de Registro Civil e Identificación.
4.- En materia de calificación
y diagnóstico de incapacidades, plantea un concepto de evaluación positiva en el artículo 6°, al incluir en el

informe que al efecto emitan las COMPIN "las aptitudes y habilidades que la persona con discapacidad conserva y las que puede desarrollar".
Entre las deficiencias de la iniciativa, mencionó las que se indican a continuación:
1.- De un modo general,  el
proyecto impresiona por su corte estatista, ya que la coordinación, dirección y control de políticas en materia de discapacitados se radica en el Estado.
2.- En cuanto a la dimensión y
magnitud del problema, parece exagerada la cifra que se menciona de 1,2 millones de personas con discapacidad, toda vez que informaciones estadísticas que obran en su poder señalan que éstas el año 1991 alcanzaban a una cantidad aproximada a las 95.000 personas.
3.- No se aprecian estímulos para la capacitación de discapacitados, y menos para su contratación.
4.- Preocupa el que las sumas
a que tendrá derecho FONADIS por la realización de juegos bingo sean fijadas en el respectivo contrato de concesión, según se consigna en el artículo 66 del proyecto. A su juicio, resulta más conveniente determinar estas sumas a través de una ley, para evitar presiones y dar más transparencia al sistema.
Finalmente, destacó que todo
intento por legislar sobre integración de personas con discapacidad debe ser precedido de la ratificación del Convenio N° 159 de la OIT -mencionado entre los antecedentes que la Comisión ha tenido a la vista para el estudio del proyecto de ley en informe-, sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas.
Puesto   en   votación   el
proyecto, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Díaz, Larre, Martin y Palza.
El  proyecto  de  ley  en  informe
consta de 73 artículos permanentes, agrupados en nueve Títulos, y de tres disposiciones transitorias.
Los diferentes Títulos de la
iniciativa se denominan: TÍTULO I, Normas Preliminares; TÍTULO II, De La Calificación y Diagnóstico de las Discapacidades; TÍTULO III, De La Prevención y Rehabilitación; TÍTULO IV, De La Equiparación de Oportunidades. Consta, a su vez, de cuatro Capítulos: Capítulo I, Del acceso a la cultura, a la información, a las comunicaciones y al espacio físico; Capítulo II, Del acceso a la educación; Capítulo III, De la capacitación e inserción laboral, y Capítulo IV, De las exenciones arancelarias; TÍTULO V, Del Registro Nacional de la Discapacidad; TÍTULO VI, Del Código de Ética y de la Acción, Procedimiento y Sanciones; TÍTULO VII, Del Fondo Nacional de la Discapacidad; TÍTULO VIII, De Los Bingos de Beneficencia, y TÍTULO IX, Disposiciones Generales.
A continuación se efectúa una
relación de cada una de las disposiciones de la iniciativa, así como de los acuerdos adoptados a su respecto.
Título I Normas Preliminares
Artículo 1°
Contiene una declaración sobre
el objetivo de esta ley, afirmando que es el de procurar la plena integración social de las personas con discapacidad, y facilitar, a las mismas, el ejercicio de los derechos que les reconocen la Constitución y la ley.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó esta disposición con algunas precisiones en su redacción, sugeridas por el H. Senador señor Martin.
Artículo 2°
Reconoce como obligación del
Estado, y como un derecho y un deber de las personas discapacitadas y de la sociedad en su conjunto, la prevención y rehabilitación de las discapacidades.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad,   aprobó  este  artículo  con  algunas modificaciones de carácter meramente formal.
Artículo 3°
Define,  para los efectos de esta ley, a la persona con discapacidad.
Considera  como  tal  a  toda
aquélla que ve obstaculizada sus capacidades educativas, laborales o de integración social, en a lo menos un tercio, como consecuencia de una o más deficiencias físicas, síquicas o sensoriales, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que las hubiera originado.
Vuestra Comisión, considerando
la necesidad de contar con ciertos parámetros que permitan precisar el concepto de "persona con discapacidad" para los efectos de la presente ley, por unanimidad, aprobó esta disposición en los mismos términos propuestos.
Artículo 4°
Señala que, para los efectos
de esta ley, se considera como "ayudas técnicas" todos aquellos elementos que permiten compensar limitaciones

funcionales motrices, sensoriales o cognitivas de la persona con discapacidad, destinados a soslayar las dificultades de comunicación y movilidad, haciendo posible su plena integración.
Al  iniciarse  el  estudio  de
esta disposición, los representantes del Ejecutivo hicieron presente la solicitud efectuada por algunas instituciones, en orden a incluir entre estas "ayudas técnicas" los alimentos y medicamentos necesarios para el tratamiento de la discapacidad. Por ello, sugirieron adecuar la norma para, posteriormente, poder incluir los elementos enunciados en el artículo del proyecto que enumera las denominadas ayudas técnicas.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, acogió la inquietud del Ejecutivo, y acordó una redacción sustitutiva que amplia el concepto de ayuda técnica a aquellos elementos necesarios para el tratamiento de la deficiencia o discapacidad, con el objeto de lograr su recuperación o rehabilitación, o para impedir su progresión o derivación en otra discapacidad.
Artículo 5°
Dispone  que  el  reglamento
establecerá la forma de determinar la existencia de una o más deficiencias que constituyan discapacidad; la calificación y cuantificación de las mismas, y los requisitos necesarios para acceder a los beneficios que otorga la presente ley.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó una redacción sustitutiva propuesta por el H. Senador señor Martin que precisa que para acceder a los beneficios que establece esta ley, se requiere estar en posesión del certificado a que se refiere el artículo 6°, y estar inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad. Agrega que el reglamento indicará la forma de determinar la existencia, la calificación y cuantificación de las deficiencias que constituyan discapacidad.
TÍTULO  II DE LA CALIFICACIÓN Y DIAGNOSTICO DE LAS DISCAPACIDADES
Artículo 6°
Consta de tres incisos.
El  primero  de  ellos  otorga
competencia a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) de los Servicios de Salud para constatar, calificar, evaluar, declarar y certificar la condición de persona con discapacidad.
El  inciso  segundo  establece
los requisitos mínimos de los informes de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, los cuales deben contener la indicación de la discapacidad y su grado; su origen; aptitudes y habilidades que la persona conserva y las que puede desarrollar; personalidad del sujeto diagnosticado y de su núcleo familiar; los lineamientos generales de la rehabilitación necesaria y la periodicidad con que debe ser reevaluado para mantener actualizado dicho informe.
El inciso tercero dispone que
la evaluación y la reevaluación -cuando se funde esta última en la aparición de nuevas deficiencias o discapacidades o en la agravación de las reconocidas-pueden efectuarse tanto a petición del afectado como de un tercero en su representación.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, aprobó los dos primeros incisos sin modificaciones.
En  relación  con  el  inciso
tercero, también por unanimidad, aprobó una redacción sustitutiva que establece que la evaluación podrá efectuarse a petición del afectado o de las personas y en los casos que el Reglamento señale.
Artículo 7°
Dispone que, en la solicitud
de reconocimiento de la condición de discapacitado, el requirente indicará, como simple información, el o los impedimentos que la justifican, adjuntando todos los antecedentes médicos de que disponga que aludan a las deficiencias que importen discapacidad, señalando los períodos, lugares o motivos tanto de permanencia en centros asistenciales como de tratamiento ambulatorio especializado, y declarará expresamente que releva de la obligación del secreto profesional a los facultativos que lo hubieran atendido.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, sustituyó este artículo por otro que se limita a disponer que el requirente en su solicitud señalará el o los impedimentos que haga valer para justificar el reconocimiento que impetra, acompañando todos los antecedentes médicos que se le soliciten.
Artículo 8°
Faculta a  las Comisiones de
Medicina Preventiva e Invalidez para requerir de todo servicio e institución de salud y asistencial, sea pública o privada, y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento, todos los antecedentes clínicos y personales de los sujetos cuyo caso estén conociendo, necesarios para cumplir sus funciones. La misma norma obliga a estos servicios, instituciones o profesionales a proporcionarlos.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones en su redacción.
Artículo 9°
Impone dos obligaciones.
La  primera  afecta  a  las
personas sometidas al proceso de calificación y diagnóstico, quienes habrán de concurrir a los exámenes y entrevistas a que les cite la Comisión, bajo apercibimiento de archivar la correspondiente solicitud, la que no podrá reabrirse antes de un año.
La segunda, impone al afectado
el deber de concurrir a las reevaluaciones -de que trata el artículo 6°- y el cumplir el proceso de rehabilitación conducente a su plena recuperación. La no concurrencia, o el incumplimiento reiterado e injustificado del proceso de rehabilitación, hará caducar, de pleno derecho, el reconocimiento de la discapacidad.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones formales.
Artículo 10
Establece   que,   para   los
efectos de esta ley, se integrarán a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez un psicólogo y una asistente social. Además, la integrarán él o los especialistas que fuere pertinente según la discapacidad y las particulares circunstancias de la persona de que se trate.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad,  aprobó  esta  disposición  con  algunas modificaciones en su redacción,  e incorporó a un
psicopedagogo o un terapeuta ocupacional, segur, el caso, entre los integrantes cié las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez cuando éstas ejerzan las funciones que esta ley les encomienda.
- o - o - o -
Durante  el  estudio  de  las
disposiciones contenidas en este Título, vuestra Comisión, recogiendo proposiciones que en su seno formularon distintos invitados, consideró la posibilidad que otras instituciones públicas o privadas, reconocidas y fiscalizadas para esos efectos por el Ministerio de Salud, pudieran realizar todas o algunas de las funciones que el artículo 6° encomienda a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.
Al respecto, se pusieron en
votación dos redacciones alternativas para este artículo, nuevo.
La primera de ellas, incluía
entre las facultades que se otorgarían a dichas instituciones, la de certificar la condición de persona con discapacidad, con la obligación de comunicar tal

certificación a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, para fines de control.
La segunda, en cambio, excluye
la certificación de entre las facultades señaladas, determinando que la institución que proponga la discapacidad deberá comunicarlo a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, para que esta última emita el certificado correspondiente.
Puesta en votación la primera
alternativa -que contempla la facultad de certificar-, se produjo un doble empate. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Martin y Prat, y por su rechazo, los HH. Senadores señores Díaz y Ruiz-Esquide.
Puesta en votación la segunda
alternativa -que no incluye la facultad de certificar-, se produjo un doble empate. Votaron favorablemente los HH. Senadores señores Díaz y Ruiz-Esquide, y por su rechazo, los HH. Senadores señores Martin y Prat.
Repetida la votación
en  la sesión  siguiente,  la  primera  alternativa resultó rechazada por dos votos contra uno.   Votó por su aprobación el H.  Senador señor Martin, y por su

rechazo, lo hicieron los HH. Senadores señores Pérez y Ruiz-Esquide.
Repetida  la  votación  de  la segunda alternativa, fue aprobada con los votos favorables de los HH. Senadores señores Pérez y Ruiz-Esquide, y el voto contrario del H. Senador señor Martin.
Por  lo  expuesto,   vuestra
Comisión aprobó, como artículo 11, nuevo, una norma que establece que, sin perjuicio de las disposiciones anteriores, las instituciones públicas o privadas reconocidas y fiscalizadas para estos efectos por el Ministerio de Salud, podrán también constatar, calificar, evaluar y declarar la condición de persona con discapacidad, realizando todas o algunas de estas funciones con sujeción a los criterios que el Ministerio determine y a las disposiciones de este Título. La institución -agrega- que proponga la discapacidad, deberá comunicarlo a la Comisión respectiva, para su certificación.
- o - o - o -
Artículo 11 (Pasó a ser 12)
Establece que las personas con
discapacidad -que son las señaladas en el artículo 3°- se inscribirán o serán inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad, acompañando la certificación, emitida por la COMPIN respectiva, que acredite su reconocimiento como tal.
Puesto   en   votación,   fue
aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Martin, Pérez y Ruiz-Esquide, con modificaciones de carácter formal.
TÍTULO III DE LA PREVENCIÓN Y REHABILITACIÓN
Artículo 12 (Pasó a ser 13)
Establece el alcance de  la
prevención, la que comprende todas las medidas destinadas a evitar las causas de las deficiencias que pueden ocasionar discapacidad y las dirigidas a evitar su progresión o derivación en otras discapacidades.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones de carácter formal.
Artículo 13 (Pasó a ser 14)
Dispone que la rehabilitación
tiene por objeto permitir a los discapacitados el acceso a las prestaciones y servicios oportunos y necesarios para la recuperación de la funcionalidad y su mantenimiento. Cuando no es posible su plena recuperación, se orientará a desarrollar sus destrezas funcionales y dotarlos de elementos alternativos que compensen la discapacidad.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, lo aprobó en los mismos términos propuestos.
Artículo 14 (Pasó a ser 15)
Declara que el Estado adecuará
el equipamiento y personal necesarios para asegurar en los Centros de Atención de Salud los servicios de la Rehabilitación Médico-Funcional.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, además de efectuar algunas precisiones en su redacción, incorporó un inciso segundo nuevo, que establece que el Estado, además, fomentará la creación de centros públicos o privados de prevención y rehabilitación, velando por el cumplimiento de los objetivos señalados en los dos artículos precedentes, y la formación y perfeccionamiento de profesionales, la investigación, la producción y la comercialización de ayudas técnicas.
Artículo 15 (Pasó a ser 16)
Dispone que se entenderá como
parte del proceso de rehabilitación la adquisición, conservación, adaptación y renovación de prótesis, órtesis y de ayudas técnicas, cuando éstas sean necesarias para realizar las funciones propias de la vida diaria, para la educación o para el trabajo.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó esta disposición con modificaciones meramente formales.
Artículo 16 (Pasó a ser 17)
Contempla  el  apoyo  de  un
equipo de salud mental durante la rehabilitación, con el objeto de que la persona desarrolle al máximo sus capacidades. Si fuere necesario, tal apoyo psicológico se extenderá a la familia.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, lo aprobó con modificaciones en su redacción.

TÍTULO IV
DE LA EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES
Capítulo I

Del acceso a la cultura, a la información, a las comunicaciones y al espacio físico
Artículo 17 (Pasó a ser 18)
Exige adecuar los mecanismos
de selección, en todo cuanto sea necesario para permitir la participación de discapacitados en igualdad de oportunidades, a toda persona o institución que ofrezca cursos, empleos, servicios, llamados a concurso y otros similares, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos.
Vuestra  Comisión,  con  los
votos favorables de los HH. Senadores señores Díaz, Larre y Martin, y la abstención del H. Senador señor Prat, aprobó este artículo modificando su redacción y precisando su alcance, en la forma que se indica en el texto propuesto.
Artículo 18 (Pasó a ser 19)
Obliga  a  los  Canales  de
Televisión a contar en sus programas informativos centrales con un traductor simultáneo o con un mensaje escrito al pie de la pantalla, para permitir a los sordos el acceso a las informaciones.
Puesto   en   votación,   fue
aprobado con los votos favorables de los HH. Senadores señores Díaz y Martin, y la abstención del H. Senador señor Prat.
Al fundar su voto, el H. Senador
señor Prat señaló que, a su juicio, tal obligación sólo debiera contemplarse para los canales estatales en aquellas áreas de su cobertura en que no existieren canales privados que entreguen ese servicio al público,

haciéndose efectivo, de esta forma, el rol subsidiario del Estado.
Artículo 19 (Pasó a ser 20)
Establece que las bibliotecas
públicas deberán contar con una sección destinada a no videntes.
Vuestra  Comisión,   por   la
unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Díaz, Larre y Martin, aprobó una redacción sustitutiva que exige que, a lo menos, una de las bibliotecas públicas estatales o municipales existentes en cada comuna cuente, gradualmente, con una sección destinada a no videntes.
Artículo 20 (Pasó a ser 21)
Dispone   que   las   nuevas
construcciones, ampliaciones, instalaciones, sean éstas telefónicas, eléctricas u otras y reformas de edificios de propiedad pública o privada, destinados a un uso que implique la concurrencia de público, así como también las vías públicas, parques, jardines y plazas, deberán efectuarse de manera que resulten accesibles y utilizables sin dificultad por personas que se

desplacen en sillas de ruedas. Si contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas.
Su inciso segundo agrega que
los organismos competentes modificarán las normas de urbanismo y construcción vigentes de manera que ellas contengan las condiciones a que deberán ajustarse gradualmente los proyectos; el procedimiento de autorización y de fiscalización; las sanciones que procedieren por su incumplimiento y el plazo y prioridades para que las edificaciones ya existentes se adecuen a las exigencias previstas en el inciso anterior.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo aclarando su alcance y contenido, en la forma que se establece en el texto que se propone.
Artículo 21 (Pasó a ser 22)
Determina que al Ministerio de
la Vivienda y Urbanismo le corresponde adecuar las viviendas que, mediante el sistema de subsidios, les sean asignadas a discapacitados o a los representantes

con quienes ellos vivan en forma permanente, considerando sus necesidades.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó el artículo con modificaciones meramente formales.
Artículo 22 (Pasó a ser 23)
Permite  que  los  subsidios
habitacionales establecidos para adquisición de viviendas se otorguen también para la habilitación de aquéllas donde en forma permanente y habitual vivan uno o más discapacitados. Además, dispone que pueden optar al subsidio, con ese especial propósito, la persona discapacitada que sea dueña del inmueble, un pariente de la misma en los grados que se señalan, o su representante.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, lo aprobó en los mismos términos propuestos.

Artículo 23 (Pasó a ser 24)
Obliga  a  los  medios  de transporte público, excepto vehículos de alquiler, a reservar asientos de fácil acceso para ser usados por discapacitados.  Su número será de a los menos uno por cada diez o dos de ellos, si el número total fuere inferior a diez.  

Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Díaz, Larre y Martin, aprobó este artículo precisando que el responsable del cumplimiento de la obligación que establece será el conductor del vehículo, e introduciendo otras modificaciones de redacción.  Asimismo, acordó oficiar al Ministerio de Transportes y telecomunicaciones solicitando su opinión respecto de la disposición, y por su intermedio, la de los sectores involucrados. 

Artículo 24 (Pasó a ser 25)
Preceptúa que, para facilitar la movilidad y seguridad de las personas con discapacidad, deberán adoptarse las medidas técnicas conducentes a la adaptación de los medios de transporte de pasajeros y los sistemas de señalización en el espacio físico.

Con los votos favorables de los HH. Senadores señores Díaz, Martin y Ruiz-Esquide,

y la abstención del H. Senador señor Prat, vuestra Comisión aprobó una redacción sustitutiva que precisa los organismos competentes para adoptar las referidas medidas técnicas y, establece que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones las determinará, fijará los sistemas de señalización, y su fiscalización y sanciones.
Asimismo,  acordó  incorporar
este artículo en el oficio a que se hace mención a propósito del artículo anterior.
Artículo 25 (Pasó a ser 26)
Obliga a reservar uno de cada
diez, o al menos dos estacionamientos para los discapacitados, en los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; en los que se exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos, y en los edificios afectos a un uso que implique concurrencia de público.
Además,    obliga    a    las
municipalidades a reservar un estacionamiento cada dos cuadras para los vehículos conducidos por discapacitados o que les transporten, aún en los sitios donde no se permita estacionar.
Vuestra  Comisión,  con  los
votos favorables de los HH. Senadores señores Díaz, Martin y Ruiz-Esquide, y la abstención del H. Senador señor Prat, aprobó este artículo con modificaciones en su redacción, en la forma que se indica en el texto que al efecto se propone.
Capítulo II Del acceso a la educación
Artículo 26 (Pasó a ser 27)
Dispone    que    a    los
discapacitados se les asegurará el acceso, permanencia y progreso en la educación formal, integrándolos al sistema de educación general, la que se impartirá en los cursos o niveles existentes en la Unidad Educativa respectiva. Concluye ordenando que, para estos efectos, se adopten las innovaciones curriculares necesarias.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones meramente formales.
Artículo 27 (Pasó a ser 28)
Su inciso primero dispone que
únicamente cuando, por la naturaleza de la discapacidad, no sea posible la integración al sistema de educación general, la incorporación se hará a la Educación Especial por el tiempo que sea necesario.
El inciso segundo agrega que
la Educación Especial es una modalidad diferenciada e interdisciplinaria de la Educación General, cuya característica diferenciadora es ser un sistema flexible que abarca los distintos niveles y modalidades del sistema educacional.
Finalmente, el inciso tercero
dispone que, a menos que la discapacidad no lo permita, la Educación Especial se impartirá en las instituciones comunes del sistema educativo general, sean públicas o privadas, de forma continuada, transitoria o por medio de programas de apoyo, según corresponda, siendo su objetivo principal la integración social o incorporación laboral lo más tempranamente posible.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones de carácter formal.
Artículo 28 (Pasó a ser 29)
Dispone que  la necesidad de
incorporar a un discapacitado a la Educación Especial, sea en forma permanente o transitoria, se determinará sobre la base del informe de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación, sin perjuicio de las facultades que otorga esta ley a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los informes y certificados que ellas emitan.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, aprobó esta disposición con algunas precisiones en su redacción.
Artículo 29 (Pasó a ser 30)
Señala que el Ministerio de
Educación cautelará la participación de discapacitados en programas relacionados con aprendizaje, desarrollo cultural y perfeccionamiento y que, además, fomentará que los programas de las carreras profesionales de las Instituciones de Educación Superior incluyan las materias que posibiliten estudiar e investigar la discapacidad.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones que precisan su contenido.
Artículo 30 (Pasó a ser 31)
Señala que a los alumnos que
deban permanecer internados en Centros especializados para su rehabilitación médico-funcional, se les facilitará atención escolar, la que será reconocida para los efectos de continuación de estudios, de acuerdo a las normas que dicte el Ministerio de Educación.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones que precisan su alcance.
Artículo 31 (Pasó a ser 32)
Dispone  que  a  quienes  no
hubieren iniciado o terminado la escolaridad obligatoria, debido a su discapacidad, se les facilitará el ingreso a la educación formal o a la capacitación laboral por mecanismos especiales establecidos por el Ministerio de Educación, adaptando los programas a la situación particular.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones formales.
Capítulo III
De la capacitación e inserción laboral
Vuestra  Comisión,   por   la
unanimidad de sus miembros presentes al pronunciarse sobre este Capítulo, HH. Senadores señores Martin, Pérez y Ruiz-Esquide, acordó modificar su Epígrafe aclarando que se refiere a "la capacitación e inserción laborales" .
Artículo 32 (Pasó a ser 33)
Señala que, a fin de permitir
e incrementar su inserción laboral, se promoverá la capacitación de las personas con discapacidad.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo precisando que será el Estado, a través de sus organismos pertinentes, quien promoverá la capacitación laboral de las personas con discapacidad, con el fin de permitir e incrementar su inserción al trabajo.
Artículo 33 (Pasó a ser 34)
Dispone que cuando el Estado
financie, total o parcialmente, programas de capacitación, de acuerdo al Párrafo III del Título I del D.L. N° 1446, de 1976, se contemplarán las medidas adecuadas para permitir la participación de discapacitados y, en particular, de los menores de 24 años.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones meramente formales.
Artículo 34 (Pasó a ser 35)
Manifiesta que, en los casos a
que alude el artículo anterior, se procurará que los materiales y elementos que se utilicen sean adaptados para el uso y beneficio de los discapacitados.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, lo aprobó en los mismos términos propuestos.
Artículo 35 (Pasó a ser 36)
Dispone  que  los  organismos
correspondientes cuidarán que los programas de capacitación dirigidos a discapacitados se formulen y lleven a cabo atendiendo a las necesidades de éstos y a los requerimientos y posibilidades del mercado laboral.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con algunas precisiones en su redacción.
Artículo 36 (Pasó a ser 37)
Declara que el Estado deberá
velar por la inserción laboral de los discapacitados, para asegurar su independencia, desarrollo personal, ejercicio del derecho a formar una familia y a gozar de una vida digna.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, lo aprobó con modificaciones formales.
Artículo 37 (Pasó a ser 38)
Especifica que la capacitación laboral de los discapacitados incluirá la orientación
profesional, la que considerará la evaluación de sus capacidades reales, la educación recibida y sus intereses, teniendo presente el respectivo informe de diagnóstico.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, lo aprobó sin modificaciones.
Capítulo IV De las exenciones arancelarias
Artículo 38 (Pasó a ser 39)
Precisa que las normas sobre
importación de vehículos, del artículo 6° de la ley N° 17.238 y sus modificaciones, sólo serán aplicables respecto de los mayores de 18 años a quienes el respectivo COMPIN les hubiere reconocido su discapacidad; se encuentren inscritos en el Registro Nacional de la Discapacidad, y estén legalmente habilitados para conducir.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó esta disposición con modificaciones meramente formales.
Artículo 41 (Pasó a ser 42)
Enumera     los     diversos
documentos que deben acompañar los importadores a la solicitud de reintegro, distinguiendo si se trata de personas discapacitadas o personas jurídicas sin fines de lucro.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad,  lo  aprobó  con  algunas  modificaciones
formales.
Artículo 42 (Pasó a ser 43)
Dispone que el reintegro se
realizará mediante cheque girado por el Servicio de Tesorerías a la orden del importador, el que se entregará dentro de los 30 días hábiles siguientes a la recepción de la respectiva solicitud.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad,   lo  aprobó  en  los  mismos  términos propuestos.
Artículo 43 (Pasó a ser 44)
Establece   que   las   ayudas
técnicas importadas bajo la franquicia del reintegro no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique el traslado de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 5 ó más años desde su importación y que conste en certificado emitido por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que ellos ya no prestan utilidad a dicho destinatario o que se pague el total de los gravámenes reintegrados, debidamente reajustados.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, lo aprobó con modificaciones formales.
Artículo 44 (Pasó a ser 45)
Preceptúa que todo aquél que
solicite o perciba indebidamente el reintegro de que trata esta ley, proporcionando antecedentes falsos, comete el delito de fraude a que se refiere la letra c) del artículo 187, del D.F.L. N° 30, de 1983, del Ministerio de Hacienda, que aprobó la Ordenanza de Aduanas.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, lo aprobó con precisiones en su redacción.

TÍTULO  V
DEL REGISTRO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD

Artículo 45 (Pasó a ser 46)

Crea el Registro Nacional de la Discapacidad, con el objeto que recopile y mantenga los antecedentes de los discapacitados y de organismos "que se señalarán", de acuerdo a las normas que contenga el Reglamento. Además, hace dependiente a este Registro del Servicio de Registro Civil e Identificación.
Vuestra Comisión aprobó este
artículo, sin modificaciones, por tres votos contra uno. Votaron a favor los HH. Senadores señores Díaz, Martin y Ruiz-Esquide, y por su rechazo, el H. Senador señor Prat.
Al respecto,  el H.  Senador
señor Prat señaló que, en su opinión, un registro de la naturaleza del propuesto es innecesario y contrario al

espíritu de integración social que anima al proyecto, ya que, resulta segregacionista y, podría implicar que los beneficiarlos no impetren los beneficios que se establecen, por la aprensión que les provocaría el figurar en un Registro.
Artículo 46 (Pasó a ser 47)
Establece    las    funciones,
obligaciones y facultades del Registro Nacional de la Discapacidad.
De conformidad con su inciso
segundo, todas las personas que impetren derechos en conformidad con la presente ley deberán estar inscritas en este Registro.
Vuestra Comisión, con la misma
votación señalada respecto del artículo anterior, aprobó el artículo en los mismos términos propuestos.
TÍTULO  VI
DEL CÓDIGO DE ETICA Y DE LA ACCIÓN, PROCEDIMIENTO Y SANCIONES
En relación con este epígrafe, vuestra  Comisión,  por  unanimidad,  y  a  fin  de
armonizarlo con las modificaciones realizadas a su articulado, acordó sustituirlo por otro denominado "Procedimiento y Sanciones".
Artículo 47 (Pasó a ser 48)
Obliga a las organizaciones de
beneficencia que desarrollen labores en favor de discapacitados, a los organismos de rehabilitación, de capacitación laboral y a las empresas y talleres protegidos, a suscribir el Código de Ética, que elaborará el Ministerio de Planificación y Cooperación.
Vuestra Comisión,    con  los
votos favorables de los HH. Senadores señores Martin, Pérez y Ruiz-Esquide, y el voto en contra del H. Senador señor Prat, aprobó un texto sustitutivo que señala que el Ministerio de Planificación y Cooperación, en conjunto con las organizaciones que, de acuerdo a las disposiciones de esta ley, desarrollen labores en favor de las personas con discapacidad, precisarán las normas de conducta que, conforme a la ética, regirán sus acciones.
Artículo 48 (Pasó a ser 49)
Establece un recurso,  nuevo, para ante el Juez de Policía Local.
En su virtud,  toda persona,
por sí o por cualquiera a su nombre, que sufra discriminación o amenaza en el ejercicio de los derechos y beneficios consagrados en esta ley por causa de acto u omisión arbitraria o ilegal, podrá impetrar del Juez de Policía Local correspondiente a su domicilio la adopción inmediata de las providencias que aseguren y restablezcan su derecho afectado.
por
Vuestra    Comisión, unanimidad, lo aprobó sin modificaciones.
Artículo 49 (Pasó a ser 50)
Establece una multa de 1 a 3
U.T.M., que se duplicará en caso de reincidencia, como sanción aplicable a quien fuere responsable como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal de aquellos a que se refiere el artículo anterior.
Además,   dispone   que   la reincidencia es causa suficiente para la eliminación de
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130.-
la inscripción en el Registro Nacional de la Discapacidaci.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó este artículo con modificaciones de carácter formal.
Artículo 50 (Pasó a ser 51)
Declara aplicable, para estas
causas, el procedimiento que la ley N° 18.287 establece para ante los Juzgados de Policía Local.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, lo aprobó con una modificación meramente formal.
Artículo 51 (Pasó a ser 52)
Obliga al Juzgado de Policía
Local a comunicar al Registro Nacional de la Discapacidad las sentencias condenatorias que se encuentren a firme, dictadas contra una persona natural o jurídica por infracción a las normas de los artículos precedentes.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, aprobó este artículo con una modificación formal.

TÍTULO VII
DEL FONDO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD
Artículo 52 (Pasó a ser 53)
Crea el Fondo Nacional de la
Discapacidad, como una fundación de derecho público, de carácter autónomo, con capacidad de adquirir, ejercer derechos y contraer obligaciones, cuya finalidad será la administración de los recursos a que se refiere el artículo 54, en favor de las personas con discapacidad.
De acuerdo al inciso segundo,
dicha fundación se regirá por los estatutos que dicte el Presidente de la República a proposición del Consejo del mismo Fondo.
Puesto   en  votación,   fue
aprobado con los votos favorables de los HH. Senadores señores Martin y Ruiz-Esquide, y el voto contrario del H. Senador señor Prat, precisando su inciso primero, y

eliminando su inciso segundo, en atención a que su contenido se incluyó en una norma transitoria, tal como se señalará oportunamente.
Durante la discusión de esta
disposición, el H. Senador señor Prat manifestó que, a su juicio, la Fundación tal como ha sido propuesta, es un órgano o servicio del Estado que, por estar nominado y estructurado en forma distinta a la permitida en la ley N° 18.575, requerirá de los cuatro séptimos de los Diputados y Senadores en ejercicio para su aprobación.
Además, manifestó el referido
señor Senador que, en su criterio, las funciones que se dan a esta Fundación deben ser asumidas por el Estado a través de sus organismos ya existentes, evitándose así el aumento de la burocracia.
Por   su   parte,   los   HH.
Senadores señores Martin y Ruiz-Esquide estimaron que este artículo no requiere de quórum especial, pues la Fundación que crea es compatible con la institucionalidad administrativa regulada en la mencionada ley N° 18.575.
Artículo 53 (Pasó a ser 54)
Dispone que el Fondo Nacional
cié la Discapacidad, que podrá usar la sigla FONADIS para todos sus actos y contratos, se relacionará con el Estado por medio del Ministerio de Planificación y Cooperación, y tendrá su domicilio en la ciudad de Santiago, sin perjuicio de otros domicilios especiales que pudiere establecer.
Vuestra Comisión, con la misma
votación señalada para el artículo anterior, aprobó esta norma con una modificación formal.
Artículo 54 (Pasó a ser 55)
Establece que  el  patrimonio
del Fondo Nacional de la Discapacidad estará constituido por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a Título gratuito u oneroso, y en especial por los recursos provenientes del funcionamiento de las Salas Bingo; los otorgados por leyes generales o especiales; aportes de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus fines; los frutos de tales bienes, y las herencias, legados y donaciones aceptadas por el Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad.
En  cuanto  a  estas  últimas,
dispone que estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte y, además, que las donaciones estarán exentas del trámite de insinuación.
Vuestra Comisión, con la misma
votación señalada para los dos artículos anteriores, aprobó este artículo con las siguientes modificaciones:
1.-      Se   eliminan   del
patrimonio del Fondo los recursos provenientes del funcionamiento de las Salas Bingo, para concordarlo con la supresión que vuestra Comisión acordó efectuar del Título VIII del proyecto, y
2.-   Se agregan entre  los
referidos recursos, los que esta ley destina para constituir el patrimonio inicial de la Fundación, los que anualmente pudiere contemplar la Ley de Presupuestos, y los provenientes de los juegos de azar u otras modalidades que la ley autorice.
Artículo 55 (Pasó a ser 56)
Establece    como    destino preferente de los recursos que administre FONADIS, el

Artículo 57 (Pasó a ser 58)
Radica la dirección del Fondo
Nacional de la Discapacidad en un Consejo con carácter de autoridad superior de la Fundación.
En cuanto al Consejo, señala
que lo presidirá el Ministro de Planificación y Cooperación, y lo integrarán, además, los Ministros de Educación, de Salud, del Trabajo y Previsión Social, de la Vivienda y Urbanismo y de Transportes y Telecomunicaciones, o sus representantes; y, designados por el Presidente de la República, elegidos en la forma que el Reglamento determine de entre las respectivas entidades, cuatro representantes de organizaciones de discapacitados, que no persigan fines de lucro; un representante del sector empresarial; un representante de los trabajadores, y dos representantes de instituciones privadas de beneficencia constituidas para atender a personas con discapacidad.
Los  ocho  últimos  durarán
cuatro años en esas funciones, pudiendo ser propuestos nuevamente.
Vuestra Comisión, con la misma votación de los artículos anteriores de este Título,
aprobó este artículo precisando que los Consejeros no serán rentados en su calidad de tales.
Artículo 58 (Pasó a ser 59)
Establece   como   funciones
especiales del Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad, las siguientes:
a)    Decidir    sobre    el
financiamiento de beneficios, aportes y subvenciones; celebrar los convenios y resolver los concursos, en conformidad a la ley, al reglamento, a sus estatutos y a los acuerdos que adopte;
b)    Solicitar    de    los
Ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes y la información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;
c) Aprobar el programa anual
de acción y el proyecto de presupuesto del Fondo y sus modificaciones;
d)  Delegar  parte  de  sus funciones y atribuciones en el Secretario Ejecutivo, en

los demás funcionarlos del Fondo y, para efectos específicos, en Comités que al efecto constituya con consejeros o incluso personas ajenas al Consejo;
e)  Aprobar  la  organización interna del Fondo y sus modificaciones;
f) Autorizar la concesión de
las salas Bingo a que alude el Título VIII de la presente ley, y
g) Cumplir las demás funciones
y tareas que las leyes, reglamentos o sus Estatutos le encomienden.
Vuestra Comisión, con la misma
votación señalada para los diversos artículos de este Título, aprobó este artículo eliminando su letra f) por las razones que ya se han señalado, la que incluía la autorización de la concesión de las Salas Bingo.
Artículo 59 (Pasó a se 60)
Entrega     al     Secretario
Ejecutivo las facultades de administración del Fondo y su representación legal, judicial y extrajudicial,

señalando, además, que dicho cargo será de la exclusiva confianza del Presidente de la República.
Vuestra Comisión, con idéntica votación, lo aprobó en los mismos términos propuestos.
Artículo 60 (Pasó a ser 61)
Determina  las  funciones  del
Secretario Ejecutivo del Fondo. En general, ellas dicen relación con el ejercicio de las facultades que sean necesarias para su buena marcha, destacando las de contratar personal, asignarle funciones y poner término a sus servicios, dando cuenta, en todo caso, al Consejo; contratar, previo acuerdo del Consejo, con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales, extranjeras o internacionales, estudios relacionados con la integración y desarrollo de las personas con discapacidad, y adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objeto y funciones del Fondo, sujetándose a los acuerdos e instrucciones del Consejo.
Artículo 63 (Pasó a ser 64)
Dispone que el Fondo Nacional
de  la Discapacidad estará sometido a  la auditoría contable de la Contraloría General de la República.
Vuestra Comisión, con la misma
votación ya señalada para el Título, lo aprobó en los mismos términos.

TÍTULO VIII
DE LOS BINGOS DE BENEFICENCIA
Artículo 64
Autoriza  el  juego  de  azar
denominado bingo a entero beneficio del Fondo Nacional de la Discapacidad, señalando que se realizará en salas especialmente autorizadas y acondicionadas para ello, las que no podrán ser más de una por cada provincia y de seis en la provincia de Santiago.
Artículo 65
Dispone que el Consejo del Fondo  Nacional  de  la  Discapacidad autorizará  el
funcionamiento  de
las  salas,  y  que  se  explotarán
mediante concesión
a personas naturales o jurídicas
chilenas adjudicada
mediante licitación pública.
Agrega, en su inciso segundo,
que corresponderá al FONADIS fiscalizar el cumplimiento de los contratos de concesión de salas bingo.
Artículo 66
Señala  que  el  contrato  de
concesión respectivo fijará las sumas a que tendrá derecho el Fondo Nacional de la Discapacidad por la realización del juego bingo.
Artículo 67
Da el  carácter de  especies
valoradas a los cartones, cupones u otros medios que se utilicen en los bingos establecidos en esta ley, y los somete al impuesto establecido en el artículo 2°, incisos primero y segundo, de la ley N° 18.110, debiendo los concesionarios integrarlo a rentas generales de la nación.
Artículo 68
Exime
de   todo   tipo   de
contribuciones,  gravámenes o
impuestos,  fiscales o
municipales, a los premios que
deban pagarse.
Artículo 69
Prohíbe el ingreso de menores
de edad a los recintos donde se juegue el bingo, haciendo responsable al concesionario del cumplimiento de la prohibición.
Artículo 70
Establece que los premios se
pagarán, contra presentación del cartón o cupón correspondiente, hasta el día hábil subsiguiente al del respectivo juego, cediendo íntegramente en beneficio del Fondo Nacional de la Discapacidad los que no sean cobrados dentro de plazo.
Artículo 71

Encarga
al    reglamento establecer los procedimientos a que deberán someterse las autorizaciones de funcionamiento de las salas, las

144.-
condiciones o requisitos a considerar en las bases de licitación de sus concesiones y las demás normas que resulten necesarias para la aplicación de las disposiciones del presente Título.
Además,  precisa  que  dicho
reglamento será aprobado por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda.
En relación con este Título
VIII, denominado "De los Bingos de Beneficencia", vuestra Comisión, por unanimidad, acordó rechazarlo en su totalidad, por estimar inadecuado el sistema de financiamiento que éste establece.
TÍTULO IX (Pasó a ser VIII) DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 72 (Pasó a ser 65)
Modifica la ley N° 18.989, que creó el Ministerio de Planificación y Cooperación, con los siguientes objetivos fundamentales:
a)      Agregar   entre   las
funciones del Ministerio la de disponer los estudios de base para el diagnóstico de la situación de las personas con discapacidad y otros grupos vulnerables de la sociedad; proponer políticas y normas sobre la materia, y articular y coordinar programas intersectoriales y proyectos específicos que favorezcan la integración social de dichas personas o grupos, y
b)     Establecer  que  será
preocupación especial de la División Social del mismo Ministerio, el desarrollo de las funciones que la presente ley encomienda a dicha Cartera conforme a lo señalado en la letra anterior.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó esta disposición con algunas modificaciones de carácter formal.
Artículo 73 (Pasó a ser 66)
Aumenta en 12 cargos el total
de la Planta del Ministerio de Planificación y Cooperación, en las Plantas y con las denominaciones, grados y número de funcionarlos que indica.
Además,  en su inciso segundo,
faculta al Presidente de la República para fijar los requisitos especiales que deberán reunir los 11 profesionales, grados 5°, 6°, 7° y 8° de la Escala Única de Sueldos, referidos en el inciso anterior.
Vuestra     Comisión,     por
unanimidad, aprobó esta disposición eliminando su inciso segundo.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Artículo 1° Transitorio
Establece  que  el  Reglamento
para el funcionamiento de las Salas Bingo a que alude el artículo 71, deberá entrar en vigencia dentro de los 60 días siguientes a la fecha de publicación de esta ley.
Vuestra    Comisión,     por
unanimidad, y en atención a la supresión del Título correspondiente, rechazó este artículo.
- o - o - o -
En    seguida,    y    como
consecuencia de las modificaciones acordadas respecto del artículo 52, que pasó a ser 53, vuestra Comisión, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Martin, Pérez y Ruiz-Esquide, y el voto contrario del H. Senador señor Prat, aprobó como artículo 1° transitorio, nuevo, uno que establece que la fundación a que se refiere el ahora artículo 53, se regirá por los estatutos que al efecto dicte el Presidente de la República a proposición del Consejo de FONADIS, dentro del plazo de 180 días contado desde la publicación de esta ley y, que para este efecto, dicho Consejo deberá constituirse dentro de quince días contados desde la referida publicación.
El  H.  Senador  señor  Prat
manifestó que votaba en contra de esta disposición, en concordancia con su rechazo a la creación del FONADIS.
· o - o - o –

Artículo 2° Transitorio
Dispone que los 12 cargos en
que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 73, se aumenta la Planta del Ministerio de Planificación y

Cooperación, sólo podrán ser provistos a contar del 1° de enero de 1993.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, lo aprobó sin modificaciones.
Artículo 3° Transitorio
Destina al FONADIS, por una
sola vez, con cargo a la Partida Tesoro Público del Presupuesto vigente, la suma de $360.000.000.-, la que constituirá el patrimonio inicial de la fundación.
Vuestra     Comisión,     por unanimidad, lo aprobó sin modificaciones.
En   consecuencia,    vuestra
Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente
"PROYECTO DE LEY:
TÍTULO  I 
NORMAS PRELIMINARES
Artículo 18.- Las disposicio​nes de la presente ley tienen por objeto establecer la

forma y condiciones que permitan obtener la plena integración de las personas con discapacidad en la sociedad, y velar por el pleno ejercicio de los derechos que la Constitución y las leyes reconocen a todas las personas.
                Artículo 2º .-   La prevención
de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad y de la sociedad en su conjunto.
Artículo  3° .-     Para  los
efectos de esta ley se considera persona con discapacidad a toda aquella que, como consecuencia de una o más deficiencias físicas, síquicas o sensoriales, congénitas o adquiridas, previsiblemente de carácter permanente y con independencia de la causa que las hubiera originado, vea obstaculizada, en a lo menos un tercio, su capacidad educativa, laboral o de integración social.
Artículo 4º .-  Se consideran
ayudas técnicas todos aquellos elementos necesarios para el tratamiento de la deficiencia o discapacidad, con el objeto de lograr su recuperación o rehabilitación, o para impedir su progresión o derivación en otra discapacidad. Asimismo, se consideran ayudas técnicas las que permiten compensar una o más limitaciones funcionales motrices, sensoriales o cognitivas de la persona con discapacidad, con el propósito de permitirle salvar las barreras de comunicación y movilidad y de posibilitar su plena integración en condiciones de normalidad.
Artículo 5º.-  Para acceder a
los beneficios que establece esta ley, se requiere estar en posesión del certificado a que se refiere el artículo 6° y encontrarse inscrito en el Registro Nacional de la Discapacidad. El reglamento señalará la forma de determinar la existencia de las deficiencias que constituyen discapacidad, su calificación y cuantificación.
TÍTULO II
DE LA CALIFICACIÓN Y DIAGNOSTICO DE LAS DISCAPACIDASES
Artículo 6º.-  Corresponderá a
las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) de los Servicios de Salud, establecidas en el decreto supremo Nº42, de 1986, del Ministerio de Salud, constatar, calificar, evaluar, declarar y certificar la condición de persona con discapacidad.
Las Comisiones a que alude el
inciso anterior deberán emitir un informe que contendrá, a lo menos, la indicación de la discapacidad de que se trata y su grado; la deficiencia que la provoca; las aptitudes y habilidades que la persona con discapacidad conserva y las que puede desarrollar; los aspectos de personalidad del sujeto diagnosticado y de su entorno familiar; los lineamientos generales de la rehabilitación que debe recibir y la periodicidad con la que debe ser reevaluado a fin de mantener actualizado dicho informe.
La evaluación podrá efectuarse
a petición del afectado o de las personas y en los casos que el reglamento señale, como asimismo la reevaluación cuando se funde en la aparición de nuevas deficiencias o discapacidades o en la agravación de las reconocidas.
Artículo 7° .-  El requirente
señalará en la solicitud respectiva, a título meramente informativo, el o los impedimentos que haga valer para justificar el reconocimiento que impetra. Acompañará, además, todos los antecedentes médicos que se le soliciten.
Artículo 8°.-  Las Comisiones
de Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir de los servicios e instituciones de salud y asistenciales, sean estos públicos o privados y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento de las personas de cuyos casos estén conociendo, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, y aquéllos estarán obligados a proporcionarlos.
Artículo 9º .-   Las personas
sometidas al proceso de calificación y diagnóstico deberán concurrir a los exámenes y entrevistas a que sean citadas por las Comisiones, bajo apercibimiento de archivo de la solicitud respectiva, la que, en tal caso, no podrá considerarse antes de un año. La no concurrencia a las reevaluaciones fijadas en el informe a que se refiere el artículo 6º, o el incumplimiento reiterado e injustificado del proceso de rehabilitación conducente a la plena recuperación del afectado, hará caducar, de pleno derecho, el reconocimiento de la discapacidad.
Artículo  10.-  Para los efectos de esta ley,  las Comisiones Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un asistente social, y un psicopedagogo o un

terapeuta ocupacional según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad a evaluar y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas.
Artículo 11.-   Sin perjuicio
de lo anterior, podrán también las instituciones públicas o privadas reconocidas y fiscalizadas para estos efectos por el Ministerio de Salud, constatar, calificar, evaluar y declarar la condición de persona con discapacidad. Al realizar todas o algunas de estas funciones, deberán ceñirse a los criterios que el Ministerio determine y a las disposiciones de este Título.
La institución que proponga la
discapacidad, deberá comunicarlo a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, para su certificación.
Artículo 12.-   Las personas
con discapacidad a que alude el artículo 3°, podrán inscribirse o ser inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad, acompañando la certificación emitida por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva.
TÍTULO  III 
DE LA PREVENCIÓN Y REHABILITACIÓN
Artículo  13.-     Para  los
efectos de esta ley, la prevención comprende tanto las medidas tendientes a evitar las causas de las deficiencias que pueden ocasionar discapacidad, como las destinadas a evitar su progresión o derivación en otras discapacidades.
Artículo____14.- 
       La
rehabilitación tiene por finalidad permitir a las personas que presentan una discapacidad física, síquica o sensorial, que dificulte su integración social, educativa o laboral, el acceso a las prestaciones y servicios oportunos y necesarios para la recuperación de la funcionalidad y su mantenimiento. De no ser posible la completa recuperación, la acción rehabilitadora consistirá en desarrollar sus destrezas funcionales y en dotar de elementos alternativos para compensar dicha discapacidad.
Artículo 15.-   El Estado, a
través de sus organismos competentes, adecuará el equipamiento y personal necesarios para asegurar en los

de
Centros  de  Atención  de  Salud,  los  servicios Prevención y Rehabilitación Médico-Funcional.
Sin perjuicio de lo anterior,
éste fomentará la creación de centros públicos o privados, de prevención y rehabilitación, velando por el cumplimiento de los objetivos señalados en los artículos 13 y 14, y la formación y perfeccionamiento de profesionales, la investigación, la producción y la comercialización de ayudas técnicas.
Artículo  16.-  En aquellos casos que en razón de la discapacidad, sea indispensable el uso de prótesis, de órtesis o de otras ayudas técnicas para realizar las funciones propias de la vida diaria, para la educación o para el trabajo, la adquisición, conservación, adaptación y renovación de dichos aparatos se entenderá como parte del proceso de rehabilitación.
Artículo  17.-    Durante  la
rehabilitación se propenderá a la asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.

TÍTULO  IV
DE LA EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES
Capítulo  I
Del acceso a la cultura, a la información, a las comunicaciones y al espacio físico

Artículo 18.-  Los organismos
públicos y privados, que mediante concursos ofrezcan empleos, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberán facilitar la participación de las personas con discapacidad en el proceso de selección en igualdad de oportunidades, efectuando las adecuaciones necesarias.
La  misma  obligación  regirá
para el proceso de selección de alumnos a los establecimientos educacionales de cualquier nivel, y a las instituciones públicas y privadas de formación y capacitación.
Artículo 19.-  Los programas
informativos centrales transmitidos por los canales de televisión, sean estos públicos o privados, deberán contar con un traductor simultáneo o con mensaje escrito al pie de la pantalla para posibilitar a la

población con discapacidad auditiva el acceso a tales informaciones.
Si dichos programas contaren
con una síntesis informativa, la obligación del inciso precedente se entenderá cumplida si se produce en esta etapa.
Artículo 20.-  A lo menos una
de las bibliotecas públicas estatales o municipales existentes en cada comuna contará, gradualmente, con una sección destinada a no videntes.
Artículo  21.-    Las  nuevas
construcciones o ampliaciones, y reformas de edificios, de propiedad pública o privada, destinados a un uso que implique la concurrencia de público, así como también las vías públicas, parques y jardines y plazas, deberán efectuarse de manera que resulten accesibles y utilizables sin dificultades por personas que se desplacen en sillas de ruedas. Si contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas.
Asimismo, en estos casos los
artefactos de las instalaciones telefónicas, eléctricas, sanitarias u otras, deberán efectuarse de manera que aseguren la accesibilidad y utilización de las personas a que se refiere el inciso precedente.
Las  normas  de  urbanismo  y
construcción deberán considerar las condiciones señaladas en los incisos anteriores; el procedimiento de autorización y de fiscalización; las sanciones que procedieren por su incumplimiento y el plazo y prioridades para que las edificaciones ya existentes se adecuen gradualmente a ellas.
Artículo 22.-  El Ministerio
de Vivienda y Urbanismo exigirá la adecuación de las viviendas que, mediante los sistemas de subsidio, sean asignadas a personas con discapacidad o a los representantes con quienes ellas vivan en forma permanente, considerando las necesidades de dichas personas.
Artículo  23.-  Los  subsidios
habitacionales establecidos para la adquisición de viviendas, se otorgarán también para la habilitación de aquéllas habitadas en forma permanente y habitual por una o más personas con discapacidad. Podrán optar al subsidio con los fines señalados, el dueño del inmueble siempre que éste sea la propia persona con discapacidad, un pariente de ésta, por consanguinidad o

afinidad en toda la línea recta o por consanguinidad en la colateral hasta el 2° grado inclusive, o su representante.
Artículo  24.- Todos los medios de transporte público, con la sola excepción de los vehículos de alquiler, asegurarán asientos de fácil acceso para ser usados por personas con discapacidad, señalándolos convenientemente. El número de asientos preferentes será de a lo menos uno por cada diez.
El conductor del vehículo será
responsable del cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior.
Artículo 25.-  Para facilitar
la movilidad y seguridad de las personas con discapacidad, los organismos del Estado competentes a nivel nacional, regional, provincial y comunal, y las Municipalidades, adoptarán las medidas técnicas conducentes a la adaptación de los medios de transporte de pasajeros. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones señalará dichas medidas y los sistemas de señalización, estableciendo la fiscalización, las sanciones que procedieren por el incumplimiento y el plazo y prioridades de su implementación .
Artículo 26.-   Los estable-
cimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos y los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público, que cuenten con estacionamientos para vehículos, reservarán a lo menos uno por cada diez, para el uso de las personas con discapacidad.
Las  Municipalidades  deberán
permitir la detención momentánea de vehículos que transporten a personas con discapacidad, aun en los sitios en que no se permite estacionar.
Capítulo II 
Del acceso a la educación

Artículo 27.-  Las personas 
con  discapacidad  se integrarán  en el sistema de educación general, asegurándoseles el acceso, permanencia y progreso en la educación formal, la que deberá impartirse en los cursos o niveles existentes en la respectiva Unidad Educativa. Para estos efectos,

las
deberán  incorporarse necesarias.

innovaciones  curriculares
Artículo 28.-  En los casos en
que por la naturaleza de la discapacidad no sea posible la integración, la incorporación se hará a la Educación Especial por el tiempo que sea necesario.
Se  entiende  por  Educación
Especial la modalidad diferenciada e interdisciplinaria de la Educación General, caracterizada por constituir un sistema flexible que comprende los diferentes niveles y modalidades del sistema educacional.
Salvo que las condiciones de
la discapacidad no lo permitan, dicha Educación Especial se impartirá en las instituciones de educación común, públicas o privadas del sistema educativo general, en forma continuada, transitoria o mediante programas de apoyo según las particularidades de las deficiencias que afecten a cada alumno, siendo su objetivo prioritario la incorporación social o laboral de cada persona, lo más tempranamente posible.
Artículo 29.-  La necesidad de
incorporación de una persona con discapacidad a la Educación Especial, en forma permanente o transitoria, se determinará sobre la base del informe emanado de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación, teniendo presente el informe de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los informes y certificados que ellas emitan.
Artículo 30.-  El Ministerio
de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. Del mismo modo, fomentará que los programas de Educación Superior consideren las materias relacionadas con la discapacidad, en el ámbito de su competencia.
Artículo 31.-  A los alumnos
del Sistema Educacional, del nivel básico, que por las características de su proceso de rehabilitación médico-funcional, requieran permanecer internados en Centros especializados por un periodo superior a tres meses, el Ministerio de Educación les proporcionará la correspondiente atención escolar, la que será reconocida para los efectos de continuación de estudios de acuerdo a las normas que establezca ese Ministerio.
Artículo 32.-  El Ministerio de  Educación  establecerá mecanismos  especiales  y
adaptará los programas a fin de facilitar el ingreso a la educación formal o a la capacitación de las personas que, a consecuencia de su discapacidad, no hayan iniciado o concluido sus escolaridad obligatoria.

Capítulo III

De la capacitación e inserción laborales

Artículo 33.-  El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá la capacitación laboral de las personas con discapacidad, con el fin de permitir e incrementar su inserción  al trabajo.
Artículo 34.-  Cuando el Estado, en conformidad con lo dispuesto en el Párrafo III del Título I de decreto ley Nº 1.446, de 1976, financie total o parcialmente programas de capacitación, se contemplaran las medidas necesarias para permitir la participación de personas con discapacidad, especialmente de los menores de 24 años.

Artículo 35.-  En los casos a que se refiere el artículo anterior, se procurará que los materiales y elementos utilizados se adapten para el uso y  beneficio de quienes presenten discapacidad.


Artículo 36.-  El Estado, a través de los organismos respectivos velará porque los programas de capacitación dirigidos a las personas con las necesidades de éstas y a los requerimientos y posibilidades del mercado de trabajo.


Artículo 37 .-  El Estado, a través de sus organismos pertinentes, deberá velar por la inserción laboral de las personas con discapacidad a objeto de asegurar su independencia, desarrollo personal, ejercicio del derecho a constituir una familia y a gozar de una vida digna.

Artículo 38 .- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional, que deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de las capacidades reales del beneficiario, la evaluación efectivamente recibida y sus intereses, teniendo presente el respectivo informe de diagnóstico.
Capítulo IV 
De las exenciones arancelarias
Artículo  39.-    Las  normas
sobre importación de vehículos establecidas por el artículo 62 de la ley Nº 17.238, sólo serán aplicables respecto de las personas mayores de 18 años a quienes la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez hubiere reconocido la discapacidad que las afecta; que se hallaren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad y estén legalmente habilitadas para conducir.
Artículo 40.-  Establécese un
sistema de reintegro de la totalidad de los gravámenes aduaneros que se paguen por la importación de las siguientes ayudas técnicas:
1.    Prótesis    auditivas, visuales y físicas.
2. Ortesis.
                                    3.   Equipos   y   elementos
necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad.
                                  4.  Equipos,  maquinarias  y
útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados solamente por personas con discapacidad.

                                     5.  Elementos  de  movilidad,
cuidado e higiene personal necesarios para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad.
6. Elementos especiales para
facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad, y

7.    Equipos   y   material
pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad.
Artículo 41.-  Podrán impetrar
el beneficio que otorga el artículo anterior las personas con discapacidad, para la importación de elementos destinados a su propio uso y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos legales, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad, que ellas atienden.
Tanto las personas naturales
con discapacidad, destinatarias de las ayudas técnicas, como las personas jurídicas que realizan importación,

deberán estar inscritas en el Registro Nacional de Discapacidad.
Artículo  42.- Los importadores 
a que alude el artículo precedente, deberán presentar su solicitud de reintegro al Servicio de Tesorerías, acompañando los siguientes documentos:
1. Personas con discapacidad:
a) Certificado de la Comisión
de Medicina Preventiva e Invalidez a la que se refiere el artículo 62 de esta ley. En él deberá constar el tipo y grado de discapacidad y la necesidad del destinatario de la importación, de hacer uso de dicha ayuda técnica, y
b)  Declaración  jurada  ante
Notario en la que el destinatario declara haber recibido la ayuda técnica importada.
2.  Personas  jurídicas  sin fines de lucro:
a)  Copia  autorizada  de  la
declaración de la importación, liquidación y giro comprobante de pago correspondientes, y
b)  Informe  favorable de  la
Comisión a que se refiere el artículo 23 del decreto supremo N2 1.950, de 1970, del Ministerio de Hacienda.
Si   las   ayudas   técnicas
importadas por las personas jurídicas están destinadas a las personas naturales que atiendan, deberán, además, acompañar los documentos a que aluden las letras a) y b) del número 1. anterior.
Artículo 43.-  El reintegro se efectuará mediante cheque girado por el Servicio de Tesorerías a la orden del importador, el que se entregará a éste dentro de los 30 días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud a que se refiere el artículo anterior.
Artículo  44.-    Las  ayudas
técnicas importadas bajo esta franquicia no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique el traslado de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 5 ó más años desde su importación y que conste en certificado emitido por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que ellas ya no prestan utilidad a dicho destinatario, o que se pague el total de los gravámenes reintegrados, debidamente reajustados.
Artículo 45.-  Todo aquél que solicite o perciba indebidamente el reintegro de que

trata esta ley proporcionando antecedentes falsos, incurrirá en el delito de fraude a que se refiere el artículo 187, del decreto con fuerza de ley Nº 30, de 1983, del Ministerio de Hacienda, que aprobó la Ordenanza de Aduanas.
TÍTULO  V
DEL REGISTRO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD
Artículo  46.-    Créase  el
Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, cuyo objetivo será reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalarán, en la forma que establezca el reglamento.
Artículo  47.-   El  Registro Nacional de la Discapacidad deberá:
1.- Inscribir a las personas
con discapacidad que lo solicitaren y que acompañen el correspondiente certificado emitido por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;
2.- Inscribir a las personas
naturales o jurídicas y a las organizaciones de rehabilitación, productivas, educativas, de capacitación, de beneficencia, gremiales, sindicales y en general, a todas la personas que se desempeñen o se relacionen con personas con discapacidad. Dichas personas deberán acompañar los instrumentos que acrediten su existencia legal;
3.- Registrar  las  sanciones
por infracciones a la presente ley cometidas por las personas a que se refiere el número 2 precedente;
4.- Remitir la información que les sea requerida por los organismos públicos;
5.- Otorgar las credenciales
de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y
6.- Cancelar la inscripción de
las personas señaladas en los números 1 y 2 cuando así lo requiera el Ministerio de Planificación y Cooperación o la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez.
Todas   las   personas   que
impetren derechos en conformidad con la presente ley deberán estar inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.
TÍTULO VI 
PROCEDIMIENTO Y SANCIONES
Artículo 48.-  El Ministerio
de Planificación y Cooperación en conjunto con las organizaciones que, de acuerdo a las disposiciones de esta ley, desarrollen labores en favor de las personas con discapacidad, precisarán las normas de conducta que, conforme a la ética, regirán sus acciones.
Artículo 49.-  Sin perjuicio
de las normas administrativas y penales existentes, toda persona que por causa de acto u omisión arbitraria o ilegal sufra discriminación o amenaza en el ejercicio de los derechos y beneficios consagrados en esta ley, podrá ocurrir por si o por cualquiera a su nombre, al juez de Policía Local correspondiente a su domicilio, el que deberá adoptar de inmediato las providencias para asegurar y restablecer su derecho afectado.
Artículo 50.-   El que fuere
sancionado como autor de acto u omisión arbitraria o ilegal en los términos previstos en el artículo precedente, pagará una multa de una a tres unidades tributarias mensuales, que se duplicará en caso de reincidencia. La reincidencia será causal suficiente para la eliminación del Registro Nacional de la Discapacidad, si el sancionado estuviere inscrito en él.
Artículo 51.-  Se aplicará a
estas causas el procedimiento establecido en la ley Nº 18.287.
Artículo 52.-  El Juzgado de
Policía Local deberá comunicar al Registro Nacional de la Discapacidad las sentencias ejecutoriadas que condenen a una persona natural o jurídica por infracción a las normas a que se refieren los artículos precedentes.
TÍTULO VII
DEL FONDO NACIONAL DE LA DISCAPACIDAD
Artículo  53.-  Créase el "FONDO  NACIONAL  DE  LA  DISCAPACIDAD" , derecho  público,  de  carácter  autónomo, con plena capacidad jurídica para adquirir, ejercer derechos y contraer obligaciones, cuya finalidad será administrar los recursos mencionados en el artículo 55, a favor de las personas con discapacidad a que se refiere la presente ley.
Artículo 54 .-         El  Fondo
Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Estado a través del Ministerio de Planificación y Cooperación; su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer y podrá usar la sigla "FONADIS" para identificarse en todos sus actos y contratos.
Artículo 55.-  El patrimonio
del Fondo Nacional de la Discapacidad estará constituido por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a título gratuito u oneroso, y en especial por:
a) Los recursos que esta ley
destina para constituir el patrimonio inicial de la Fundación;
b) Los recursos que anualmente pudiere contemplar la Ley de Presupuestos;
c) Los recursos otorgados por leyes generales o especiales;
d)   Los   aportes   de   la
cooperación internacional que sean puestos a su disposición para el cumplimiento de sus fines;




e) Las herencias, legados y
donaciones que acepte el Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad;
f) Los fondos provenientes de
los juegos de azar u otras modalidades que la ley autorice, y
g) Los frutos de tales bienes.
Las asignaciones hereditarias y donaciones que se hagan o dejen al Fondo Nacional de

la Discapacidad estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte.
Las donaciones antes aludidas estarán exentas del trámite de insinuación.
Artículo  56.-   Los  recursos
que administre el FONADIS deberán destinarse preferentemente a los siguientes fines:
a)    Financiar,    total   o
parcialmente, la adquisición por parte de terceros de las ayudas técnicas a que se refieren los artículos 4º y 40, destinadas a personas con discapacidad de escasos recursos o a personas jurídicas sin fines de lucro que las atiendan;
b)    Financiar,    total   o
parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad, que sean ejecutados por terceros y que de preferencia se orienten a la prevención, diagnóstico, rehabilitación e integración social de dichas personas, y
los  gastos de
c)  Financiar administración de la propia fundación.
Artículo 57.-  Los recursos a
que se refiere el artículo anterior serán asignados en conformidad con las siguientes normas:
a)   Adquisición  de  ayudas
técnicas: Se asignarán por medio de convenios que celebrará el FONADIS con entidades e instituciones estatales o con personas jurídicas privadas que no persigan fines de lucro y cuyo objeto sea la atención a personas con discapacidad;
b)   Ejecución   de   planes,
programas y proyectos: Se asignarán a través de concursos públicos, en los que podrán postular personas naturales o jurídicas, sean o no chilenas, y organismos internacionales o extranjeros.
En ningún caso los recursos
que el FONADIS asigne a las entidades o instituciones estatales podrán destinarse al financiamiento de sus adquisiciones, programas o actividades regulares.
Artículo 58.-  La dirección 
del Fondo Nacional de la Discapacidad corresponderá a un Consejo que será la autoridad superior de la Fundación.
por:
El  Consejo  estará  integrado
a)     El     Ministro de Planificación y Cooperación, quien lo presidirá;
b) Los Ministros de Educación;
de Salud; del Trabajo y Previsión Social; de Vivienda y Urbanismo, y de Transportes y Telecomunicaciones, o sus representantes;
c)  Cuatro  representantes  de
organizaciones de personas con discapacidad, que no persigan fines de lucro;
d) Un representante del sector empresarial;
trabajadores, y
e)  Un  representante de  los
f)   Dos   representantes  de
instituciones privadas de beneficencia constituidas para atender a personas con discapacidad.
Los   Consejeros   no   serán
rentados en su calidad de tales, y los señalados en las letras c), d), e) y f) serán designados por el Presidente de la República, a proposición de las entidades respectivas, que elegirán sus representantes en la forma que determine el Reglamento. Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente propuestos.
Artículo 59.-   Corresponderá
especialmente al Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad:
a)    Decidir    sobre    el
financiamiento de beneficios, aportes y subvenciones; celebrar los convenios y resolver los concursos, en conformidad a la ley, al reglamento, a sus estatutos y a los acuerdos que adopte;
b)    Solicitar    de    los
Ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes y la información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;
c) Aprobar el programa anual de acción y el proyecto de presupuesto del Fondo y sus
modificaciones;
d)  Delegar  parte  de  sus
funciones y atribuciones en el Secretario Ejecutivo, en los demás funcionarlos del Fondo y, para efectos específicos, en Comités que al efecto constituya con consejeros o incluso personas ajenas al Consejo;
e) Aprobar la organización interna del Fondo y sus modificaciones, y
f) Cumplir las demás funciones
y tareas que las leyes, reglamentos o sus Estatutos le encomienden.
Los acuerdos a que se refieren
las letras a), c), d) y e) deberán contar con el voto favorable del Presidente del Consejo, quien dirimirá, además, los empates que se produzcan en su seno.
Artículo 60.- La administra​ción del Fondo corresponderá al Secretario Ejecutivo, quien tendrá su representación legal, judicial y extrajudicial. El cargo de Secretario Ejecutivo será de la exclusiva confianza del Presidente de la República.
Artículo 61.-  Serán funciones
del Secretario Ejecutivo del Fondo Nacional de la Discapacidad:
a) Cumplir y hacer cumplir los
acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;
b)  Proponer  al  Consejo  el
programa anual de acción del Fondo, así como cualesquiera otras materias que requieran del estudio o resolución del Consejo;
c)  Preparar el proyecto de
presupuesto del Fondo para someterlo al Consejo; ejecutar el que definitivamente se apruebe y proponer las modificaciones que se requieran durante su ejecución;
d) Proponer al Consejo la organización interna del Fondo y sus modificaciones;
e) Informar periódicamente al
Consejo acerca de la marcha de la fundación y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones;
f) Contratar personal, asignarle funciones y poner término a sus servicios, de

acuerdo con las instrucciones que le imparta el Consejo;
g) Contratar,  previo acuerdo
del Consejo, con personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, nacionales, extranjeras o internacionales, estudios relacionados con la integración y desarrollo de las personas con discapacidad;
h) Adquirir, enajenar, gravar
y administrar toda clase de bienes y ejecutar o celebrar cualquier acto o contrato tendiente directa o indirectamente al cumplimiento del objeto y funciones del Fondo, sujetándose a los acuerdos e instrucciones del Consejo;
i) Conferir poder a bogados
habilitados para el ejercicio de la profesión y delegarles las facultades de ambos incisos del artículo 79 del Código de Procedimiento Civil;
j)  Delegar  parte  de  sus funciones en otros trabajadores de la Fundación, y
k)  En general,  ejercer  las
demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del Fondo.
Artículo 62.-  El Secretario
Ejecutivo participará con derecho a voz en las sesiones del Consejo del Fondo Nacional de la Discapacidad, del cual se desempeñará como secretario y Ministro de Fe.
Artículo 63.-   Las personas
que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad tendrán el carácter de trabajadores del sector privado y se regirán exclusivamente por el Código del Trabajo y sus normas complementarias.
Artículo  64.-     El  Fondo
Nacional de la Discapacidad estará sometido a la auditoría contable de la Contraloría General de la República.
TÍTULO VIII DISPOSICIONES GENERALES
Artículo  65.-   Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.989:
República, a proposición del Consejo de FONADIS, dentro del plazo de 180 días contado desde la publicación de esta ley. Para este efecto, dicho Consejo deberá constituirse dentro de quince días contados desde la referida publicación.
Artículo 29.- Los cargos que
se crean en virtud de lo dispuesto por el artículo 66, sólo podrán ser provistos a contar del 13 de enero de 1993.
Artículo  39. -  Destínase  al
FONADIS, por una sola vez, con cargo a la Partida Tesoro Público del Presupuesto vigente, la suma de $ 360.000.000.-, la que constituirá el patrimonio inicial de La fundación.".
Acordado en sesiones de fechas
12 y 19 de agosto; 2 y 9 de septiembre; 1, 14 y 22 de octubre; 4, 11, 18 y 24 de noviembre de 1992, con asistencia de sus miembros, HH. Senadores señores Nicolás Díaz Sánchez (Presidente) (Gabriel Valdés Subercaseaux), Enrique Larre Asenjo (Miquel Otero Lathrop, Ignacio Pérez Walker), Francisco Prat Alemparte (Ignacio Pérez Walker), Ricardo Martin Díaz
(señora Olga Feliú Segovia), y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente Accidental) (Humberto Palza Carvacho).
Sala de la Comisión, a 24 de
noviembre de 1992.
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